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INTRODUCCIÓN

En la actualidad, las administraciones locales tienen un carácter eminentemente administra-
tivo vinculado fundamentalmente a la gestión, encargándose de la provisión de bienes y servi-
cios básicos y de uso cotidiano para la ciudadanía. Sin embargo, en un pasado reciente, además 
del rol administrativo, el municipio ha ostentando un importante poder político, institucional 
y también tributario en nuestro país. En el Antiguo Régimen, antes de la Revolución Liberal 
y el despegue de la industrialización, el municipio jugaba un papel central en la arquitectura 
política e institucional foral, así como en la gestión tributaria.

En el contexto de la crisis del fi nal del Antiguo Régimen y la gradual implantación del nuevo 
régimen liberal entre fi nales del siglo XVIII y la primera mitad del siglo XIX, las Diputaciones 
forales desarrollaron un proceso de centralización del poder a nivel provincial, absorbiendo 
las facultades de control y tutela fi nanciera de las haciendas locales. Tras la abolición foral, 
bajo el régimen de Concierto Económico iniciado en 1878, las “nuevas” Diputaciones provin-
ciales vascas continuaron ejerciendo la tutela fi nanciera sobre las haciendas municipales y la 
regulación de los regímenes de fi nanciación locales siguió sujeto a un modelo de naturaleza 
federal en el País Vasco. Cuarenta años después, en 1918, la Diputación de Gipuzkoa aprobó la 
“Ordenanza sobre tributaciones municipales”, que se alzó como el primer reglamento moderno 
sobre tributación municipal aprobado en el siglo XX, tanto en el País Vasco como en el marco 
de la hacienda compuesta española. Luego le siguió el “Reglamento de exacciones e ingresos 
municipales” sancionado por la Diputación vizcaína en 1919. Álava, por su parte, siguió una 
senda propia, confi gurando un modelo singular y característico. Un lustro después, el Estado 
aprobó el Estatuto municipal de 1924, cuyo segundo libro reguló y modernizó el régimen de 
fi nanciación de las haciendas locales de régimen común. El Estatuto municipal de 1924 respetó 
los reglamentos de Bizkaia y Gipuzkoa e implícitamente reconoció la autoridad y potestad de 
las Diputaciones vascas en materia de fi nanciación municipal. 

La pragmática apuesta por la vía reguladora que inauguraron las Diputaciones de Bizkaia 
y Gipuzkoa en la segunda mitad de la década de 1910, fi jó un importante jalón en el proceso 
de consolidación del régimen de Concierto Económico, contribuyendo a afi anzar el poder y la 
autoridad de las Diputaciones vascas en un ámbito sensible y de gran relevancia fi scal como 
era el de las haciendas locales. De este modo, las Diputaciones vascas continuaron “ejerciendo 
de Estado” sobre sus respectivas haciendas locales hasta el 23 de junio de 1937, cuando el Go-
bierno franquista derogó el Concierto Económico en Bizkaia y Gipuzkoa. Por el contrario, los 
respectivos regímenes privativos de Concierto Económico en Álava y de Convenio Económico 
en Navarra continuaron vigentes durante el franquismo.

El objetivo de esta obra es estudiar la cuestión de las haciendas locales vascas en el contexto 
de la transición entre el periodo foral vigente hasta 1877 y la primera etapa de vigencia del 
Concierto Económico (1878-1937), poniendo el foco en el proceso de reglamentación de las 

Introducción
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haciendas locales que emprendieron Álava, Bizkaia y Gipuzkoa en la década de 1910. Para 
este fi n, la obra se apoyará sobre una selección de documentos y normas fundamentales que 
se reproducen en forma de anexos, así como en otras publicaciones y fuentes secundarias re-
levantes sobre el tema, tanto contemporáneas como actuales. La reproducción, recopilación y 
el análisis crítico de estas fuentes primarias y secundarias nos permitirán entender mejor los 
pormenores del intrincado proceso de reglamentación que se vivió en aquella época. De igual 
modo, la obra también pretende estimular la exploración de nuevas líneas de investigación so-
bre la cuestión de las haciendas locales vascas en el futuro. Antes de entrar en materia, querría 
aprovechar esta introducción para agradecer la asistencia y cooperación del Archivo Histórico 
Foral de Bizkaia (con especial mención a Julen Erostegi) y de la Biblioteca Koldo Mitxelena, 
así como el apoyo técnico de Anton Erkoreka, indispensables para la elaboración de esta obra. 
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LA TRANSICIÓN DE LA CONSTITUCIÓN FORAL
AL RÉGIMEN DE CONCIERTO ECONÓMICO (1853-1878) 

Antes del desarrollo de las haciendas liberales y de los cuerpos burocráticos modernos, en 
un contexto de defi cientes infraestructuras de transportes y comunicaciones, los territorios de 
Álava, Bizkaia y Gipuzkoa confi guraban una realidad fi scal múltiple y compleja, basada en 
un modelo de pluralidad de poderes autónomos y jurisdicciones concurrentes (López Atxurra, 
1999). A modo de ejemplo, el entramado foral vizcaíno durante el Antiguo Régimen lo con-
formaban múltiples instituciones y jurisdicciones con amplio poder y en competencia entre sí; 
entre otros, se podrían destacar los ayuntamientos, las instituciones comunitarias del Señorío 
(las Juntas Generales y las Diputaciones forales), el Consulado de Bilbao o la Iglesia.

En este marco de pluralidad de poderes y jurisdicciones, a inicios del siglo XVIII, los mu-
nicipios gozaban de amplias capacidades de autogobierno y jugaban un papel central en el go-
bierno público de los territorios forales, ya que la administración provincial estaba todavía es-
casamente desarrollada y la intervención de las autoridades reales era todavía débil (Martínez, 
2002). Cada ayuntamiento organizaba con plena autonomía su hacienda local, confi gurando un 
marco heterogéneo de fi nanciación local. A la sombra del sistema de fi nanciación basado en 
el repartimiento fogueral, las haciendas locales también se encargaban de gestionar y recaudar 
una parte sustancial de los ingresos de las haciendas comunitarias de cada territorio. En este 
periodo, el control y fi scalización de los municipios del Señorío de Bizkaia y de Gipuzkoa 
correspondía al corregidor (representante directo de la autoridad real). En Álava, esta función 
era asumida por el Diputado general (Martínez, 2002, pp. 269-270). 

La Revolución liberal que se propagó por Europa desde fi nales del siglo XVIII, junto con 
otros factores de cambio como las guerras, el endeudamiento público o la industrialización, 
reconfi guraron el orden político e institucional foral organizado con arreglo a los principios 
políticos y jurídicos del Antiguo Régimen y redefi nieron el equilibro de poderes interno.

La guerra de la Convención (1793-1795) primero y la guerra de la Independencia después 
(1808-1814), generaron una enorme deuda pública en los territorios forales. Al mismo tiempo, 
la construcción y modernización de la infraestructura viaria provincial, impulsada desde prin-
cipios del siglo XIX con el fi n de favorecer el desarrollo económico, incrementó la deuda y las 
necesidades de fi nanciación de las instituciones forales. La crisis del Antiguo Régimen facilitó 
un proceso interno de transformaciones de corte liberal y centralización del poder en torno a 
las instituciones forales. De este modo, durante el primer tercio del siglo XIX, las Diputaciones 
forales emergieron y se consolidaron como el principal poder político provincial, superando así 
el modelo de pluralidad de poderes autónomos y concurrencia de jurisdicciones característico 
del Antiguo Régimen (Agirreazkuenaga, 1987). Como consecuencia, la autonomía municipal 
se vio restringida bajo la superioridad de la Diputación foral. Asimismo, las Haciendas Forales 
se fortalecieron como eje y faro tributario provincial, conquistando nuevos espacios competen-

La transición de la Constitución foral al régimen de Concierto Económico (1853-1878)
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ciales. En materia de haciendas locales, las Diputaciones forales ampliaron sus atribuciones de 
control y tutela sobre los municipios, desplazando y asumiendo funciones que en otros territo-
rios correspondían a las autoridades dependientes de la Corona (Martínez, 1994). 

En el plano interno, este proceso de centralización provincial tuvo que superar la resistencia 
de las instituciones y grupos afectados; como por ejemplo, algunas élites locales, o en el caso 
de Bizkaia, el Ayuntamiento y el Consulado de Bilbao. En el plano externo, las instituciones 
forales (Juntas Generales y Diputaciones forales) abanderaron la defensa del régimen foral 
frente al proyecto de construcción del Estado liberal español. La continuidad y reforzamiento 
de unos poderes periféricos en torno a las instituciones representativas vascas se enfrentó con 
el proceso de construcción del Estado unitario y centralista liberal español.

Ante el desmantelamiento parcial que sufrió el entramado foral tras el fi nal de la primera 
Guerra Carlista (1833-1839) y la creciente presión centralista ejercida por parte  del Gobierno 
liberal español, las Diputaciones forales trataron no solo de afi anzar sino también de actualizar 
y expandir su espacio de poder y competencias (Agirreazkuenaga, 2012). 

La esfera tributaria fue uno de los ámbitos donde mejor se refl ejó esta competencia entre 
poderes. Las Diputaciones forales desarrollaron una intensa actividad diplomática para prote-
ger su soberanía tributaria y la continuidad de las haciendas forales en las décadas de 1840 y 
1850. Tras el fi nal de la primera Guerra Carlista, la Ley de 25 de octubre de 1839 aprobada 
en las Cortes Generales, “confi rmó” los Fueros de las provincias Vascongadas y Navarra, pero 
instaba a modifi carlos en aras a lograr una conciliación entre la Constitución foral y la Cons-
titución española. 

Las negociaciones sobre el “arreglo foral” coincidieron en el tiempo con la implantación 
y desarrollo del sistema tributario liberal español. La reforma de Mon-Santillán de 1845 es-
tableció las bases de la Hacienda liberal en España, planteada desde una lógica centralista y 
uniforme. Asimismo, las Leyes de organización y atribuciones de los ayuntamientos y de las 
Diputaciones provinciales de 1845 confi guraron un modelo de organización territorial fuerte-
mente centralizado y subordinado al estricto control del Gobierno central.

Las Diputaciones forales se resistieron a aplicar esta legislación de carácter unitario, que hu-
biera supuesto el desmantelamiento de las haciendas forales y el fi nal del modelo de hacienda 
compuesta en España. En este sentido, cabe resaltar el éxito obtenido por la diplomacia foral en 
materia de haciendas locales. En el contexto de las negociaciones sobre el “arreglo foral”, las 
Diputaciones forales y el Gobierno español acordaron un encaje legal propio que consolidó las 
facultades de intervención y tutela de las Diputaciones forales sobre sus respectivas haciendas 
locales. 

La estrategia de Navarra pasó por alcanzar un acuerdo con el Gobierno español para el 
“arreglo fl oral”, que se materializó mediante la Ley de Modifi cación de Fueros de Navarra de 
16 de agosto de 1841. El Artículo 6º de la Ley establecía que “las atribuciones de los ayunta-
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mientos, relativas a la administración económica interior de los fondos, derechos y propieda-
des de los pueblos, se ejercerán bajo la dependencia de la Diputación provincial, con arreglo a 
su legislación especial”. De este modo, la Diputación de Navarra consolidó jurídicamente su 
poder de intervención y control sobre las haciendas locales navarras.

Aunque las negociaciones sobre el “arreglo fl oral” no prosperaron en el caso de Álava, Biz-
kaia y Gipuzkoa, los comisionados vascos aprovecharon las negociaciones para lograr acuer-
dos parciales que permitieran encajar la particularidad foral en el marco constitucional liberal. 
En lo que respecta a las haciendas locales, la Real Orden de 6 de marzo de 1849 reconoció a la 
Diputación de Álava la facultad de examinar y aprobar las cuentas municipales. Sin embargo, 
el hito más destacado en este ámbito se alcanzó en 1853. Bajo el reinado de Isabel II, siendo 
presidente del Gobierno Francisco de Lersundi, y ministro de la Gobernación Pedro de Egaña, 
se aprobó la Real Orden de 12 de septiembre de 1853, que actualizó y extendió las bases de 
la Real Orden de 1849 a las tres “provincias hermanas” de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa (ambas 
reales órdenes se reproducen en el Anexo I). Entre otras cuestiones, la Real Orden de 1853 dis-
ponía que “los presupuestos y cuentas anuales de los ayuntamientos se presenten a la Diputa-
ción Foral de la respectiva provincia para su examen y aprobación” y que “dichos presupuestos 
concluyan en la Diputación, si alguna circunstancia especial no reclamase la intervención del 
Gobierno, o algún agravio a tercero, o queja producida en su razón no llevase su decisión a 
otra parte legal o foralmente”. De este modo, a partir de 1853, el control y la tutela fi nanciera 
de las haciendas locales vascas dejó defi nitivamente de depender de las autoridades reales y 
pasó a manos de las instituciones forales. En palabras de Fernando Martínez, “surgía así lo que 
podemos denominar como nuevo municipio foral, que se diferenciaba del municipio constitu-
cional en que la subordinación de las instituciones locales debía entenderse no con los agentes 
gubernamentales, sino con las propias Diputaciones” (Martínez, 2002, p. 293). Este nuevo 
espacio de poder conquistado de manera privativa por las Diputaciones forales se afi anzó en las 
dos décadas que precedieron a la última Guerra Carlista (1872-1876), superando los desafíos 
derivados de la oscilante actividad legislativa del Estado (Fernández, 1985, pp. 47-51).

Precedida por la victoria de las tropas liberales en la que sería la última Guerra Civil del 
siglo XIX en España (1872-1876), el Estado abolió mannu militari el régimen foral en contra 
de la voluntad de las instituciones representativas de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa. Pero incluso 
después de la aplicación de la Ley abolitoria de Fueros de 21 de julio de 1876, las “nuevas” 
Diputaciones provinciales continuaron ejerciendo competencias de intervención y tutela fi nan-
ciera sobre las haciendas locales (Alonso, 1999). 

Tras la aplicación de la Ley abolitoria de Fueros, en un escenario de ocupación militar y de 
gran inestabilidad político y social, las nuevas Diputaciones provinciales - nombradas guber-
nativamente-, y el Gobierno español, presidido por Antonio Cánovas del Castillo, negociaron 
un Concierto Económico en 1878. Aunque el contenido y extensión del régimen de autogo-
bierno que emanó del Concierto Económico acordado en 1878 poco tenía que ver con el de la 
Constitución foral, las Diputaciones de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa continuaron ejerciendo una 

La transición de la Constitución foral al régimen de Concierto Económico (1853-1878)
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amplia capacidad de autogobierno económico-administrativo, cimentada principalmente en 
la pervivencia de unas haciendas propias y autónomas en cada una de las provincias (Alonso, 
1995). 

El Concierto Económico fi rmado en 1878 tuvo en principio un carácter transitorio fi jado 
para un plazo de ocho años. Pero múltiples factores entre los que podríamos destacar la habili-
dosa estrategia negociadora desarrollada por las Diputaciones, la debilidad administrativa del 
Estado, razones de conveniencia mutua o la necesidad de afrontar cuestiones más apremiantes 
por parte de los sucesivos gobiernos, explican que el provisional sistema de Concierto Econó-
mico lograra consolidarse en el tiempo, manteniendo inalterables sus rasgos nucleares desde 
1878 hasta 1937; año en el que el régimen franquista lo derogó en Bizkaia y Gipuzkoa (Alonso, 
1995). No obstante, durante toda esta primera etapa de vigencia, el Concierto Económico se 
estabilizó sobre un marco legal inestable, bajo una frágil cobertura jurídica (Larrazabal, 2011).

Al amparo del Concierto Económico, las provincias de Álava, Bizkaia y Gipuzkoa – junto 
con Navarra en base al Convenio Económico–, conformaron una excepción de naturaleza fede-
ral dentro del modelo de fi nanciación y el sistema tributario centralista del Reino de España. A 
pesar del carácter unitario de la Constitución española de 1876, en el ámbito fi scal y fi nanciero 
subsistió un modelo de hacienda compuesta. Asimismo, el sistema de Concierto Económico 
fue respetado durante la Dictadura de Primo de Rivera y la II República.

El Concierto Económico no contenía solo acuerdos de naturaleza fi scal, sino que respetaba 
unas genéricas atribuciones económicas y administrativas de las Diputaciones (Alonso, 2002). 
Mediante una fórmula cargada de imprecisión, las distintas renovaciones respetaron las atribu-
ciones que las Diputaciones “venían ejerciendo” tanto en el orden económico-fi scal como ad-
ministrativo, pero sin llegar a especifi car en ningún momento cuáles eran dichas atribuciones. 
Bajo la abstracta referencia a las facultades que “venían ejerciendo”, las Diputaciones abarca-
ron funciones directa o indirectamente relacionadas con el Concierto Económico, continuaron 
ejerciendo atribuciones “propias del régimen foral” y además se benefi ciaron de las atribucio-
nes comunes a todos los organismos provinciales del Estado (Olabarri & Arana, 1988). 

El estado de indefi nición e indeterminación jurídica en el que se desenvolvieron las Dipu-
taciones durante todo este primer periodo de vigencia del Concierto Económico les ofreció un 
soporte fl exible donde ejercer de manera autónoma y al margen de intervenciones externas, 
en unas ocasiones por vías de derecho y en otras de hecho, un extenso abanico de funciones y 
competencias. Sin embargo, y como veremos en el caso de la reglamentación de los regímenes 
de fi nanciación locales, este estado de penumbra en el que las Diputaciones se acostumbraron a 
gobernar, también tenía su parte negativa, especialmente en los periodos donde el poder central 
no fue tan sensible con la “peculiaridad Vascongada” (Alonso, 1999, p. 368). La ausencia de un 
corpus legal que defi niera claramente las competencias de cada nivel de gobierno y el estado 
de fragilidad jurídica en el que se desenvolvían las Diputaciones, difi cultaron y dilataron los 
procesos de reglamentación. Las Diputaciones temían que un paso en falso pudiera derivar en 
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un confl icto con el Gobierno central, que a su vez, y como ocurría con frecuencia, terminara 
dirimiéndose en los tribunales. Como señaló Zabala y Allende (1927, 114-115), esta situación, 
“a la larga podrá ser fatal a las provincias Vascongadas, porque, al fi n y al cabo, quien dice la 
última palabra que dirime la contienda es el Gobierno o el Tribunal Supremo de lo Contencio-
so-administrativo, en el que indudablemente pesa mucho la opinión y el deseo de aquél [del 
Gobierno]”.

En resumen, tras la aplicación de la Ley abolitoria de Fueros, el Gobierno central absorbió 
y centralizó una parte de las funciones que hasta aquel momento habían estado sujetas a los 
gobiernos forales. Pero gracias al Concierto Económico, en otras áreas de la función pública, 
como por ejemplo la política tributaria (principalmente en lo referente a la imposición directa), 
la gestión de la red viaria o la política forestal, las nuevas Diputaciones provinciales continua-
ron revestidas de las atribuciones de carácter económico-administrativo que habían venido 
ejerciendo las Diputaciones forales. 

Del mismo modo que en las citadas áreas, las Diputaciones concertadas también siguieron 
ejerciendo el control y la tutela fi nanciera de los ayuntamientos y la capacidad para diseñar y 
regular el régimen de fi nanciación de las haciendas municipales en sus respectivas provincias. 
Todo ello, sin la intervención ni necesidad de autorización por parte de la Administración cen-
tral. Las reales órdenes de 12 de diciembre de 1877 y de 8 de junio de 1878 y la disposición 
transitoria cuarta de la Ley provincial de 29 de agosto de 1882, hicieron de puente durante el 
periodo de transición entre la etapa foral y el régimen de Concierto Económico, posibilitando 
que las Diputaciones provinciales siguieran desarrollando las facultades que en materia de 
haciendas locales habían venido ejerciendo las Diputaciones forales (Estecha y Martínez, 1997 
[1935], pp. 69, 70 y 79). Las Diputaciones también continuaron ejerciendo atribuciones de 
orden administrativo en el ámbito municipal (Agirreazkuenaga, 2009 [1923]; Vicario y Peña, 
1903). No obstante, las sucesivas disposiciones y leyes municipales y provinciales aprobadas 
por el Gobierno central, especialmente, tras la promulgación del Estatuto municipal de 1924, 
cercenaron la autonomía de las Diputaciones en el ámbito orgánico-administrativo municipal 
(Guerra, 1935). 

La transición de la Constitución foral al régimen de Concierto Económico (1853-1878)



18

Reglamentación y tutela fi nanciera de las haciendas locales vascas

EL PROCESO DE REGLAMENTACIÓN DE LOS REGÍMENES DE
FINANCIACIÓN LOCALES DURANTE LA PRIMERA ETAPA
DEL CONCIERTO ECONÓMICO (1878-1937)

Al analizar la cuestión de las haciendas locales durante el primer periodo de vigencia del 
Concierto Económico (1878-1937), es necesario recordar, que hasta la aprobación del Esta-
tuto de Autonomía de 1936 y la formación del primer Gobierno Vasco, no existía ninguna 
institución jurídica común que uniera a las provincias vascas. La arquitectura institucional de 
la época se estructuraba en tres niveles de gobierno: Estado, Diputaciones y ayuntamientos. 
Al analizar el esquema de relaciones interinstitucionales ad intra de la época, aún se percibía 
la inercia de “corte confederal” heredada de la época foral, donde la cultura del autogobierno 
seguía pivotando en torno a los intereses provinciales y no bajo una perspectiva colectiva e 
integral de las “provincias hermanas”. Por eso, al analizar la cuestión de la reglamentación en 
materia de fi nanciación local, no podemos hablar de un solo régimen o sistema de fi nanciación 
para el País Vasco, sino de tres: uno por cada provincia. Esta es una realidad habitual en los 
sistemas de federalismo fi scal, pero difícil de encajar y entender dentro del modelo de Estado 
centralista y unitario español de la época.

Aunque no se articularan en torno a una institución jurídica común, las Diputaciones vascas 
mantenían una estrecha relación en todos los ámbitos de gobierno y contaban con instrumen-
tos de cooperación y coordinación estables. Entre otros, mantuvieron, dotándole de un nuevo 
enfoque, el procedimiento foral de reunirse en Conferencias. Las Conferencias o Asambleas 
convocadas regularmente durante todo el primer periodo de vigencia del Concierto Económico 
se afi anzaron como “una suerte de institución pública común para la coordinación de la acción 
de gobierno de las provincias Vascongadas frente a los problemas comunes, siendo llamada en 
ocasiones la navarra como Diputación hermana” (Agirreazkuenaga, 1995). En estas Conferen-
cias y en otro tipo de foros, donde además de los representantes políticos también era habitual 
que participaran los técnicos provinciales, se debatían todo tipo de asuntos y problemáticas su-
jetas al interés colectivo de las tres provincias (y eventualmente Navarra). Entre otros muchos 
temas, la cuestión de las haciendas locales también se estudió y debatió en estas Conferencias. 

Durante todo el primer periodo de vigencia del Concierto Económico, las Diputaciones 
“ejercieron de Estado” en todo lo concerniente a la tutela fi nanciera de los ayuntamientos, 
sancionando y aprobando los presupuestos municipales, fi scalizando las cuentas y regulando el 
régimen de fi nanciación de las haciendas municipales. En palabras de Francisco Gascue (1919, 
p. 11), “las Diputaciones de las tres regiones hermanas ejercen sobre sus respectivos munici-
pios, las funciones de tutela y vigilancia que los Gobiernos de Madrid ejercen en el país sujeto 
a la ley general”. Esto explica, que mientras en territorio común los municipios rivalizaban con 
Diputaciones y Estado por el reparto de los recursos, en las provincias concertadas, los ayun-
tamientos tan solo pugnaban con sus respectivas Diputaciones en cuestiones de fi nanciación. 
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Desde fi nales del siglo XIX hasta la aprobación de los primeros reglamentos modernos de 
tributación municipal en los últimos compases de la década de 1910, la cuestión de la fi nancia-
ción local fue un foco de confl icto entre las Diputaciones y los ayuntamientos.

Paralelamente al traumático proceso de desmantelamiento foral y acomodo al nuevo siste-
ma de gobierno público que se desarrolló a partir de 1877, el País Vasco afrontó el envite de 
otra ola transformadora: la industrialización. El proceso industrializador que venía madurando 
desde la primera mitad del siglo XIX, fl oreció con pujanza en el último cuarto de siglo, revo-
lucionando por completo el horizonte económico, político, social, urbanístico y paisajístico del 
País Vasco. Para cuando estalló la crisis económica de 1929, que vino a sellar drásticamente el 
fi nal de seis décadas de crecimiento económico casi constante, Bizkaia y Gipuzkoa sobresalían 
como dos de las provincias más industrializadas y con mayor renta per cápita del Estado.

El proceso modernizador del País Vasco no respondió a un patrón único. Al contrario, en 
cada provincia tomó formas particulares y caracterizadoras (Valdaliso, 2002). Desde media-
dos del siglo XIX hasta los años treinta, la ría de Bilbao sufrió una rápida industrialización, 
concentrada en las orillas de la ría y liderada por grandes empresas con amplios recursos de 
capital (González Portilla, 2009). Simultáneamente en el tiempo, en Gipuzkoa y en la Bizkaia 
oriental se desarrolló un proceso más paulatino, disperso en el territorio y donde el principal 
protagonismo modernizador lo tuvieron las pequeñas y medianas empresas surgidas en pobla-
ciones de tamaño intermedio (González Portilla et al., 2015). Álava, por su parte, constituyó un 
tercer modelo de industrialización que tomó cuerpo durante el franquismo. En el periodo que 
estamos estudiando, Álava, a excepción de Vitoria-Gasteiz y algunos focos reducidos, seguía 
siendo una provincia hegemónicamente agrícola. 

En cuanto a las capitales, para la década de 1930, Bilbao era una metrópoli industrial que 
fl orecía como la principal plaza económica y fi nanciera del norte de la península. En cambio, 
en Donostia y Vitoria-Gasteiz, predominaba el sector servicios. Donostia, al igual que otros 
municipios cercanos como Zarautz o Biarritz apostó por el turismo (Larrinaga, 2006). Tras 
la elección de Donostia como ciudad veraniega de la Corte a fi nales del XIX, la ciudad se 
situó como uno de los principales centros turísticos del país. En cuanto a Vitoria-Gasteiz, se 
constituyó en centro administrativo, comercial y de servicios de la provincia (Rivera, 1992). 
La numerosa presencia de militares, clero y de empleados domésticos caracterizaron la tercia-
rización de la ciudad.

 Los desiguales procesos modernizadores que sufrieron las tres provincias y las capitales 
infl uyeron en el grado y forma de las transformaciones socioeconómicas de cada territorio, 
originando una notable heterogeneidad interprovincial; especialmente entre Álava – más ho-
mogénea y conservadora– y las provincias costeras de Bizkaia y Gipuzkoa – más diversas y 
dinámicas política y socialmente–. La estructura económica y las dinámicas políticas y socia-
les de cada territorio condicionaron el ejercicio del poder público. La demanda de bienes y 
servicios que se les exigía a las respectivas administraciones públicas, y por ende su tamaño y 

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)
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el grado de intervención, difería dependiendo las necesidades y preferencias de los administra-
dores y administrados. Las necesidades y preferencias de una sociedad rural o agrícola no eran 
las mismas que las de una gran urbe industrial. 

La capacidad de autogobierno de las instituciones concertadas les permitió diseñar políticas 
ajustadas a las necesidades de cada provincia, cuyo resultado fue la conformación de distintos 
modelos de organización y funcionamiento dentro del País Vasco, adaptados por una parte a las 
características económicas y sociales de cada territorio a la par que supeditados a los intereses 
y preferencias de las élites de cada provincia. La confi guración y evolución de los regímenes 
de fi nanciación locales son un buen botón de muestra del espíritu federal que guiaba el sistema 
de gobernanza vasco: el modelo de fi nanciación alavés era completamente diferente al de las 
provincias industrializadas de Bizkaia y Gipuzkoa.

Las demandas de reforma de los ayuntamientos vascos

En el contexto de la modernización, el espacio urbano, especialmente en las capitales, sufrió 
profundos cambios que repercutieron en un aumento constante del gasto y la deuda municipal. 
El crecimiento demográfi co empujó a Bilbao y Donostia a expandirse mediante las obras de 
ensanche. También tuvieron que afrontar un incesante aumento del gasto para desarrollar y 
mantener las crecientes demandas de servicios y prestaciones públicas, así como la construc-
ción y mantenimiento de costosas infraestructuras como las traídas de aguas o el alcantarillado 
(Alonso, 2003; Garate & Martín, 1995; Larrinaga, 2008; Serrano, 2016). Vitoria-Gasteiz, y 
en general Álava, fue un territorio menos dinámico económica y demográfi camente, y por lo 
tanto, las necesidades de la capital no fueron tan grandes, si bien también invirtió en mejoras 
urbanas (Rivera, 1992). La desigual evolución demográfi ca de las tres capitales es una muestra 
de los distintos ritmos de desarrollo que experimentaron:

Gráfi co 1. Evolución demográfi ca de Vitoria-Gasteiz, Bilbao y Donostia
(1877-1930) (índice base 1877=100)

Fuente: (Instituto Nacional de Estadística, 1952). Elaboración propia.
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Ante la insufi ciencia de los ingresos ordinarios para afrontar la ingente labor modernizadora 
que estaban desarrollando, desde fi nales del siglo XIX, las haciendas locales recurrieron al 
crédito como fuente de fi nanciación (Mugartegui, 1993, p. 119). En el caso de las capitales, la 
mayor parte del endeudamiento se canalizó mediante la formación de presupuestos extraordi-
narios. Véase como ejemplo el Ayuntamiento de Donostia, que entre 1901 y 1915 aprobó 26 
presupuestos extraordinarios por un montante total de 10.244.396,81 pesetas, fi nanciados en 
su mayoría mediante la venta de bienes municipales y empréstitos (Anabitarte, 1971, pp. 156-
158). Para poder valorar el esfuerzo fi nanciero detrás de esta cifra, cabe indicar que la liquida-
ción del presupuesto ordinario de ingresos del Ayuntamiento de Donostia para el ejercicio de 
1915 fue de 3.757.642,36 de pesetas.  El aumento del pasivo fi nanciero constriñó la capacidad 
de gasto propio y la fl exibilidad de los presupuestos de las tres capitales.

Cuadro 1. Proporción de las cargas sobre los presupuestos ordinarios
de los ayuntamientos de Vitoria-Gasteiz, Bilbao y Donostia (1915-1916) (en porcentajes)

 Vitoria-Gasteiz Bilbao Donostia
Cargas fi nancieras por deuda consolidada 9,25% 22,30% 16,98%
Total del capítulo de “Cargas”1 51,78% 29,24% 28,14%

Fuente: Liquidación de los presupuestos ordinarios de los ayuntamientos de
Vitoria-Gasteiz (AMV: 36-27-1) y Donostia (AMD: C2I-577/10) del año 1915 y

de Bilbao (AHFB: Bilbao Duplicados 0131-003) del año 1916
(no se ha podido localizar la liquidación del año 1915).

Ante el aumento constante del capítulo de cargas, los ayuntamientos, abanderados por las 
capitales, reclamaron persistentemente soluciones a sus respectivas Diputaciones. Además de 
demandar mayores recursos tributarios, especialmente en lo referente a la imposición directa, 
instaron a las Diputaciones a elaborar un corpus legal que fi jara el marco de fi nanciación mu-
nicipal. Hasta la aprobación de las ordenanzas reguladoras sobre tributaciones municipales de 
1918 en Gipuzkoa y 1919 en Bizkaia, el marco impositivo municipal se regía por una amal-
gama de normas, acuerdos y disposiciones varias que subordinaban la labor de elaboración 
presupuestaria municipal a la arbitrariedad del gobierno provincial. En algunos casos, seguían 
aplicándose reglas e inercias administrativas de la época foral. Al no existir un reglamento 
que fi jara exactamente cuáles eran los recursos a los que podían recurrir los ayuntamientos en 
orden a nutrir sus presupuestos, tras formar los presupuestos y remitirlos a la Diputación para 
su aprobación, quedaban a expensas del criterio del gobierno provincial de turno.

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)

1. En los presupuestos de las tres capitales, el capítulo de “Cargas del ayuntamiento”, además de las cargas fi nancieras 
procedentes de la deuda consolidada, incluía las cargas fi nancieras de otros créditos del ayuntamiento, el gasto de pen-
siones de los trabajadores jubilados del ayuntamiento y otros apartados de poca cuantía. En el caso de Álava, además 
de los conceptos señalados, el capítulo de cargas también incluía el “Contingente provincial”. En Álava, la Diputación 
encabezaba la recaudación de la mayor parte de los impuestos concertados con los ayuntamientos a cambio de un 
cupo fi jo anual, que cobraba en forma de “Contingente provincial”. Profundizaremos en este tema más adelante.
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Desde fi nales del siglo XIX y hasta mediados de la década de 1910, las Diputaciones, des-
atendiendo las reclamaciones de los ayuntamientos, se mostraron remisas a reformar y regla-
mentar los respectivos sistemas de tributación municipal. Rehuyendo el debate reformista, se 
limitaron a hacer ciertas concesiones que no contribuyeron a resolver el problema de fondo. 

Si esta política inmovilista enfurecía por sí sola a los ayuntamientos, el sentimiento de agra-
vio por parte de los mismos se agudizaba aún más al comparar sus balances fi nancieros con el 
de las haciendas provinciales:

Cuadro 2. Deuda consolidada de las Diputaciones y las capitales (1915) (en pesetas corrientes)

Álava1 Bizkaia Gipuzkoa
Diputación Vitoria-Gasteiz Diputación Bilbao Diputación Donostia2

Deuda consolidada 5.327.500,00 3.115.000,00 6.224.000,00 23.878.000,00 8.483.250,00 15.090.000,00
Ídem por habitante 53,99 89,55 15,20 211,65 32,81 244,28

Fuente: Presupuesto de la Diputación de Álava (ATHA: DAH-18); Inventario del Ayuntamiento de Vito-
ria-Gasteiz (AMV: 25-08-36); Inventario de la Diputación de Bizkaia (AHFB: PL-1649); Inventario del 

Ayuntamiento de Bilbao (AHFB: Bilbao Duplicados 0131-003); Presupuesto de la Diputación de Gipuzkoa 
(KML); Liquidación del Ayuntamiento de Donostia (AMD: C2I-578/02). 

En este escenario, la tensión entre ayuntamientos y Diputaciones fue en aumento en los 
primeros años de la década de 1910. Como muestra de la creciente confl ictividad entre ambos 
niveles de gobierno, a continuación, reproduciremos una misiva del año 1917 remitida por el 
alcalde de Vitoria-Gasteiz al alcalde de Donostia, proponiéndole un frente común de todos los 
ayuntamientos vascos con el fi n de forzar a las Diputaciones a mover fi cha. Aunque el Ayun-
tamiento de Donostia se mostró favorable a la iniciativa, cabe suponer que se abandonó según 
avanzaron las negociaciones entre los ayuntamientos y las Diputaciones. Sin embargo, la mi-
siva es un buen refl ejo del sentimiento de agravio y descontento de los ayuntamientos frente a 
la actuación de las Diputaciones (AMD: E-2-III/2055-7):

Son desgraciadamente continuas las divergencias de criterio que surgen entre este Ayunta-
miento de Vitoria y la Diputación provincial, con evidente perjuicio de la administración mu-
nicipal; y como por el régimen especial a que estamos sometidos ni hay una regla fi ja a que 
atenernos, dependiendo todo del variable modo de pensar de los Diputados, ni existe superior 
Autoridad que la pueda marcar, nos encontramos muchas veces desorientados y lo que es peor, 
detenidos en el camino que con la mejor intención emprendemos por defender los intereses de 
nuestros administrados. En materia económica principalmente, son repetidas las ocasiones en 
que se nos niegan medios que juzgamos indispensables para poder desarrollar normalmente la 

1. El caso de Álava es especial en comparación con Bizkaia y Gipuzkoa. Por una parte, dado el menor dinamismo 
económico de la provincia, las necesidades de nuevas inversiones no fueron tan grandes para el Ayuntamiento de Vi-
toria-Gasteiz como para el de Bilbao y Donostia. En cambio, aunque el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz no estaba tan 
endeudado, debía pagar el “Contingente provincial” a la Diputación, obligación que triplicaba el importe de los gastos 
financieros y que no tenían que abonar los ayuntamientos de Bizkaia y Gipuzkoa a sus respectivas Diputaciones. 
2. La cifra de Donostia corresponde al inventario confeccionado al fi nal del ejercicio de 1917.
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vida de nuestro pueblo. Como quizás el único remedio a esta situación estribe en una unión de 
todos los ayuntamientos vascongados que exijan de sus Diputaciones el reconocimiento de una 
tan amplia como necesaria autonomía, dentro del mayor respeto a aquellas veneradas institu-
ciones de feliz recordación, y como tal vez este de Vitoria se vea obligado a pedir el concurso 
de sus compañeros para la obra que consideramos redentora, antes de dar carácter ofi cial a 
esas gestiones agradecería de V., y en igual sentido me dirijo al alcalde de Bilbao, explorara el 
ánimo de los Sres. Concejales para conocer la acogida que prestarían a esta iniciativa. 

El propio jefe de la sección de Hacienda municipal de la Diputación de Gipuzkoa, Víctor 
Artola, reconoció públicamente la necesidad de reconducir la política de las Diputaciones res-
pecto a las haciendas municipales. En una ponencia titulada “Política tributaria municipal del 
País Vasco” que presentó en 1918 en el Primer Congreso de Estudios Vascos, Artola (1919, pp. 
168-169), realizó un diagnóstico de la grave situación fi nanciera de las haciendas de las capita-
les y apeló a conformar urgentemente un reglamento moderno sobre tributaciones municipales 
que pusiera fi n a la creciente confl ictividad entre los organismos provinciales y municipales:

Así Bilbao, centro y corazón de la enorme actividad industrial de Vizcaya, no ha podido menos 
de responder al espíritu progresivo del medio ambiente; pero ese municipio que proporcio-
nalmente será el que más riquezas encierre de todos los de España, qué de difi cultades no 
tiene que dominar cada año para cubrir su presupuesto de once millones y medio de pesetas, 
aún en estos tiempos de prosperidad desconocida! Y es que todas esas sociedades anónimas 
y comanditarias, que son otros tantos conductores de oro; todas esas entidades mercantiles e 
industriales, algunas de ellas poderosísimas, que se cobijan en Bilbao, que ostentan con orgullo 
el nombre de la villa y lo pasean por todo el mundo, que se aprovechan de los servicios mu-
nicipales y si a mano viene determinan su aumento, que se benefi cian de la pública seguridad, 
de las obras del municipio, del alumbrado, de su parque de incendios, etc., por una indebida 
delimitación tributaria no contribuyen al erario concejil. Solo así puede darse en una misma 
localidad el extraño espectáculo de dos corporaciones paralelas, que en ella tienen el centro de 
su imposición, de presupuestos gemelos, de las cuales una lleva vida exuberante [en referencia 
a la Diputación] y la otra de difi cultades y luchas [en referencia al Ayuntamiento de Bilbao].

Si se trata de San Sebastián, contemplad su hacienda exhausta y agotada por el esfuerzo que 
supone hacer surgir del suelo en cincuenta años, con sus solas energías, la ciudad hermosísima, 
y calculad la suma de millones en que ha aumentado el valor de la propiedad a consecuencia 
de las obras de ensanche – y allí todo es ensanche – y por las constantes mejoras y embelleci-
mientos, sin que haya contribuido con ningún gravamen extraordinario al Tesoro local, puesto 
que ni siquiera se percibe el 4 por 100 por benefi cios de ensanche, limitados en San Sebastián 
a la cesión del impuesto territorial consentida por la Diputación para un término de 25 años. 
La explotación del turismo veraniego ha empujado constantemente a la ciudad por la vía de los 
gastos, inevitables si se la quiere mantener a la misma altura en sus servicios y ornato; pero la 
labor municipal, dirigida a fomentar los intereses propios de San Sebastián, aunque agravada 
con la equivocada práctica de alimentar el presupuesto ordinario con ingresos extraordinarios 
(venta de terrenos del ensanche y empréstitos), se traduce hoy en una deuda de 18 millones y 
en el aumento del presupuesto, que en el año económico de 1877-78 era de 572.716,16 pesetas 
a 4.073.024,87 pesetas en 1917, o sea un promedio anual de elevación de 87.507,71 pesetas 
en cuarenta años.

En escala más modesta, también Vitoria ha seguido análoga marcha ascensional. (…)

Pero volviendo a nuestras capitales, es lo cierto que sus haciendas están pasando por una situa-
ción difícil. A pesar de los remiendos que se les ponen todos los años, sutilizando y quintaesen-

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)
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ciando conceptos de imposición, el mal se hace crónico y como los ayuntamientos vasconga-
dos no saben a punto fi jo qué recursos pueden utilizar, ni el contribuyente cuales pueden serle 
exigidos; como en esta importante materia, a pesar de ser eminentemente reglada, vivimos en 
la imprecisión, en la incertidumbre, entre las leyes generales que los Tribunales de lo conten-
cioso se empeñan en aplicar y las facultades e independencia económica que las Diputaciones 
defi enden con mucha razón, de todo este conjunto de causas ha nacido – preciso es reconocer-
lo-, una cierta nerviosidad en las relaciones entre los ayuntamientos de las tres capitales y las 
Diputaciones respectivas. 

Esa prevención recíproca es un serio obstáculo para que las aspiraciones del país en orden a 
una mayor autonomía puedan prosperar. Es menester también que desaparezca, para que las 
Diputaciones y Ayuntamientos, en perfecta compenetración, se preparen para la dura batalla de 
1926, con motivo de la renovación del Concierto económico.

¿Cómo lograrlo? El remedio está en que las Diputaciones, como luego indicaré, puestas de 
acuerdo, fi jen con toda urgencia el estatuto tributario municipal, estudien inmediatamente un 
reglamento de exacciones municipales, en el que los ayuntamientos todos, pero más en espe-
cial los grandes, encuentren los recursos necesarios a su desenvolvimiento; que, puesto que 
tienen acreditada su capacidad para administrar sus propios intereses, las Diputaciones les 
ofrezcan una mesa bien provista, de la que escojan los medios que estimen más apropiados a 
su economía. ¿Qué inconveniente hay en ello?

Al tratar de explicar los recelos y la demora en este ámbito tan sensible para la administra-
ción interior, a continuación, se analizarán cuatro factores que explican, o al menos, ayudan a 
entender, las razones de la política de inacción que aplicaron las Diputaciones desde fi nales del 
siglo XIX hasta mediados de la década de 1910. 

En primer lugar, es importante poner el foco en el equilibrio del poder político e institucio-
nal de cada territorio. Para entender la rivalidad entre las Diputaciones y las capitales, debemos 
tener en cuenta el contexto de la época. En el caso de Bizkaia, el proceso de centralización y re-
forzamiento de las instituciones del Señorío durante el siglo XIX suscitó una dura competencia 
entre la Diputación de Bizkaia y el Ayuntamiento de Bilbao. Cabe indicar, que durante muchos 
ejercicios del periodo que estamos analizando, el Ayuntamiento de Bilbao gestionó un presu-
puesto incluso mayor que el de la propia Diputación. Por lo tanto, la cuestión presupuestaria 
y fi nanciera era un arma de gran valor en manos de la Diputación para delimitar los márgenes 
del poder municipal. El por entonces jefe de la Hacienda del Ayuntamiento de Bilbao, Felipe 
Elorrieta y Artaza (1931, p. 23), explicaba así el confl icto de poder latente entre la Diputación 
y el Ayuntamiento de Bilbao entre fi nales del siglo XIX y el año 1918:

La Diputación, con las facultades que le fueron otorgadas en materia económica, se excedió 
sin duda alguna y pretendió con sus resoluciones anular la autonomía de los pueblos, especial-
mente la de Bilbao. Claro está: Bilbao iba progresando de día en día en población y necesitaba 
el refuerzo de sus ingresos económicos; llega un momento, en que tiene un presupuesto muy 
superior al de la propia Diputación, y no cabe dudar un momento que sintió ésta la sombra de 
la fuerza expansiva de Bilbao.

Además de la lucha de poder, en segundo lugar, también habría que poner en valor la di-
mensión tributaria de la cuestión. En el marco de la transición de las haciendas liberales, tanto 
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en el Estado como en las provincias concertadas, se desarrolló un debate sobre la necesidad de 
revisar los sistemas tributarios y aplicar nuevos impuestos de naturaleza más progresiva.

En las dos primeras décadas del siglo XX, el Estado dio pasos para avanzar en la conocida 
como “reforma tributaria silenciosa”, que entre otros objetivos, pretendía sustituir el impuesto 
municipal sobre consumos por otras fuentes de ingresos más equitativas y progresivas desde 
una óptica fi scal (Salort i Vives, 1998). Los avances alcanzados hasta la aprobación del Esta-
tuto municipal de 1924 fueron lentos y oscilantes, si bien, facilitaron una progresiva desgra-
vación de la imposición municipal indirecta (Moral, 2003). En el marco de la “reforma silen-
ciosa”, tras la aprobación de las leyes de desgravación de los vinos de 1907 y de supresión de 
los consumos de 1911, el Estado concedió mayores posibilidades sobre la tributación directa 
a los ayuntamientos con el fi n de suplir el descenso de los ingresos por los recargos sobre el 
consumo. 

A la sombra de las reformas aplicadas por el Estado, una de las reivindicaciones más recu-
rrentes de los ayuntamientos vascos era solicitar “al menos” las mismas fuentes de ingresos 
que los ayuntamientos de régimen común. Esta práctica de apelar a los benefi cios de la Ley 
general del Estado era una forma de presionar a las Diputaciones, amenazándolas incluso con 
solicitar su aplicación en territorio concertado. Aún así, esta política de presión destilaba cierta 
hipocresía por parte de los ayuntamientos. Al compararse con el régimen común, los ayunta-
mientos vascos tan solo se fi jaban en los aspectos benefi ciosos, pero obviaban las partes nega-
tivas derivadas de una virtual aplicación del régimen general para las haciendas locales vascas. 
Como explicaremos más adelante, en las provincias concertadas no se aplicaron las leyes de 
desgravación sobre los consumos; y por lo tanto, dichos ingresos continuaron siendo la colum-
na vertebral de sus presupuestos de ingresos hasta el fi nal del periodo analizado. 

En línea con la tendencia marcada por la “reforma tributaria silenciosa”, uno de los principa-
les caballos de batalla de los ayuntamientos vascos fue la demanda para incorporar impuestos 
directos en el régimen de fi nanciación municipal. Más allá de suponer una fuente de recursos 
interesante, las capitales argumentaban que el sistema de fi nanciación vigente basado en la 
imposición indirecta era injusto y regresivo y que era necesario poner en marcha una reforma 
fi scal modernizadora que diese paso a la aplicación de impuestos directos (Alonso, 2001). In-
dependientemente de otras cuestiones de carácter político (los partidos de la oposición como 
el PSOE o el PNV, utilizaron su representación en los ayuntamientos para enfrentarse a la Di-
putación, controlada por elementos dinásticos de corte conservador), esta demanda tropezaba 
con las reticencias por parte de los gobiernos provinciales de corte conservador a la hora de 
modernizar sus propios sistemas tributarios. El caso de Bizkaia es ciertamente paradójico. La 
Diputación vizcaína, escudándose en la “tradición foral”, retardó al máximo la implantación 
de la tributación directa a nivel provincial. Técnicamente, no parecía lógico plantear que las 
Diputaciones concedieran nuevos impuestos a los ayuntamientos mientras ellas mismas no 
los tenían sujetos a tributación. No obstante, contradiciendo dicha lógica, en Bizkaia, se dio la 
paradoja de que el Ayuntamiento de Bilbao empezó a recaudar la Contribución de Inmuebles 
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antes que la propia Diputación (Alonso, 2003, p. 182). Cabe subrayar, que esto no supuso un 
problema técnico ni administrativo para el consistorio bilbaíno, ya que en aquella época, el 
Ayuntamiento gestionaba y recaudaba prácticamente todos sus ingresos, llegando incluso a 
gestionar la recaudación delegada de algunos tributos provinciales (Erkoreka, 2020a, p. 93). 

En tercer lugar, es necesario tener en cuenta las inercias y la cultura política del momento. 
La formación de un cuerpo legal y reglado que estableciera el cuadro orgánico impositivo de 
las haciendas locales tuvo importantes detractores en la esfera política vasca del momento. Al 
igual que en otras cuestiones, como por ejemplo, la aprobación del Estatuto de Autonomía, el 
proceso de reglamentación de las haciendas locales hizo afl orar la pugna entre los defensores 
de la “sana” tradición del fuero fundamentada en el derecho consuetudinario, y los “pragmá-
ticos” que respaldaban avanzar en la vía reguladora. En la “Asamblea de administración mu-
nicipal vasca” organizada por la Sociedad de Estudios Vascos-Eusko Ikaskuntza en Donostia 
en 1919, se aprecia claramente esta divergencia de criterios entre los políticos y expertos que 
participaron. Víctor Artola (1920, pp. 141-142), defensor de la vía reguladora, resumió de esta 
manera la contienda entre ambos bandos:

He de insistir en la necesidad de que, si no se llega a la confección de un reglamento común 
a todas las provincias vascas, que a mi juicio sería convenientísimo, siquiera se piense en la 
utilidad de que cada Diputación haga el suyo. Oigo a respetables amigos míos protestar de 
nuestro inmoderado afán de reglamentarlo todo, olvidando la fuerza del derecho consuetudi-
nario, tan importante en este País. Recojo la objeción. La vida administrativa, sobre todo en el 
orden tributario, se ha complicado enormemente. El derecho consuetudinario, muy estimable, 
ciertamente, no basta para resolver las múltiples cuestiones que la práctica de la adminis-
tración – que ha salido de su ambiente familiar de antes– presenta a diario. Añádase que la 
materia tributaria, por su naturaleza eminentemente reglada, no puede dejarse al libre arbitrio 
de las Diputaciones, cuyos acuerdos contradictorios tantas veces hemos lamentado. Es pues 
necesario que así Ayuntamientos como contribuyentes sepan qué recursos son legales y en qué 
cuantía, y que las Diputaciones, por su parte, tengan un cuerpo de doctrina a que atenerse en 
sus acuerdos. 

En relación directa con el tercer punto, en cuarto lugar, tampoco se puede desdeñar el peso 
que tuvo el principio de precaución en la actuación de las Diputaciones. Hasta que el régimen 
de Concierto Económico se consolidó (especialmente, a partir de la renovación de 1906), las 
Diputaciones, actuaron, en general, con mucha cautela para evitar encontronazos con el poder 
central. Durante este periodo, las Diputaciones desplegaron una activa labor diplomática en 
Madrid para tratar de consolidar su status quo y negociar la inclusión de disposiciones o la 
aprobación de decretos que protegieran su ámbito competencial y garantizaran la continuidad 
en el ejercicio de las facultades que “venían ejerciendo”.  Por ejemplo y en el tema que nos 
atañe, los negociadores vascos obtuvieron un gran éxito logrando que la aplicación de la Ley 
de supresión de los consumos de 1911 exceptuara a las provincias de Álava, Bizkaia, Gipuzkoa 
y Navarra. Como veremos más adelante, esta disposición fue fundamental para el devenir de 
las haciendas locales vascas. 
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Abrir un proceso de reglamentación podía acarrear un riesgo dependiendo de la posición y 
actitud del Gobierno central de turno. La acción normativa en forma de reglamento ponía fi n 
al estado de indeterminación y vacío legal, afi anzando la autoridad de las Diputaciones como 
entes reguladores. Pero esta apuesta podía ser interpretada por el Gobierno como un desafío al 
poder legislativo central.

La Diputación de Bizkaia toma la iniciativa 

Desde fi nales del siglo XIX hasta la aprobación del Reglamento de exacciones e ingresos 
municipales de 1919, la Diputación de Bizkaia aprobó tímidas medidas para dar respuesta a las 
demandas de los ayuntamientos (especialmente de Bilbao). 

Ante la persistencia del Ayuntamiento de Bilbao “en solicitud de que se dicten reglas fi jas a 
las que deberán sujetarse los municipios vizcaínos para la imposición de nuevos arbitrios”, en 
1905, la Diputación aprobó y distribuyó un dictamen entre todos los ayuntamientos de Bizkaia 
en forma de Circular. La conocida como “Circular de 1905” (reproducida en el Anexo II), no 
era un reglamento, sino un acuerdo de menos de tres páginas aprobado por las Comisiones 
de Hacienda y Régimen económico-administrativo, que aprobaba una serie de “concesiones” 
a los ayuntamientos y establecía nueve “reglas para la imposición de arbitrios y tributos por 
todos los ayuntamientos de la provincia”.

La principal novedad del acuerdo estribaba en que la Diputación “concede a todos los Ayun-
tamientos de Vizcaya el derecho de imponer a sus administrados todos los arbitrios, tributos 
y recargos que pueden imponer los demás Municipios de la Nación, según las leyes generales 
del Reino”. Pero al mismo tiempo y en el mismo acuerdo, la Diputación restringía dicha au-
tonomía al determinar que “la regla no será absoluta, pues la Excma. Diputación se reserva el 
derecho de negar el uso de determinado arbitrio, aunque esté admitido en las leyes generales 
de la Nación o el de consentir que sólo se cobre una parte del mismo, cuando razones especia-
les hagan que dicho arbitrio no sea conveniente en esta provincia por efecto de su legislación 
económica, como ocurre por ejemplo, con los impuestos que nacen de la ley de Ensanche de 
poblaciones”. En este mismo sentido, subrayaba que “los ayuntamientos que quieran imponer 
nuevos arbitrios o modifi car los existentes para aumentarlos, deben acudir siempre y en todos 
los casos a esta Excma. Diputación, impetrando la aprobación de sus acuerdos y nunca, en 
ningún caso, a ningún otro Poder o Autoridad”. 

El dictamen sobresale como un alegato legitimador de la “soberanía en la materia” de la 
Diputación, “haciendo constar de un modo terminante y claro, que lo expuesto en las prece-
dentes líneas es sólo como una concesión que la Excma. Diputación hace a los municipios de 
la provincia, en virtud de atribuciones propias y nunca como un derecho que estos tengan por 
efecto de las leyes generales del Reino que no rigen en Vizcaya en esta materia”. El exceso de 
reiteración por parte de la Diputación a la hora de apuntalar su absoluta autoridad nos ofrece 
pistas sobre los miedos que arrastraba y la inseguridad en la que se desenvolvía la institución 
en este asunto. 
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Aunque el último punto del acuerdo señalaba que la Diputación “estudiará a la mayor breve-
dad la confección de un reglamento defi nitivo, en el que se expresen los derechos y deberes de 
los ayuntamientos en materia económica”, dicha promesa no se materializó. Así pues, la Circu-
lar de 1905 no sació la sed reformista de los ayuntamientos y la cuestión de la reglamentación 
siguió siendo un tema recurrente y de candente actualidad en la política municipal vizcaína. 

En la consulta de 1913 que la Diputación de Bizkaia hizo a los ayuntamientos y a todas las 
fuerzas contributivas de la provincia sobre las modifi caciones que convenía introducir en su 
régimen tributario, volvieron a afl orar las mismas reivindicaciones en favor de mayores recur-
sos y de reglamentar y ordenar el régimen de fi nanciación municipal (Alonso, 2001).  Por estas 
mismas fechas, la Diputación de Gipuzkoa también discutió una propuesta para “determinar y 
concretar cuál es el alcance o extensión de las atribuciones de los ayuntamientos y juntas muni-
cipales en relación con el régimen especial” de Concierto Económico (ADG: 22/12/1913). Sin 
embargo, no se produjeron avances tangibles en ninguna de las dos provincias.

El año 1916 marcó un punto de infl exión en el proceso de reglamentación. A mediados de la 
década de 1910 se percibe un cambio de postura por parte de las Diputaciones. Este cambio de 
actitud pareció responder a varios factores. Por una parte, era innegable, que los municipios, 
especialmente en el caso de los ayuntamientos más grandes, urgían de más recursos para poder 
continuar desarrollando sus funciones. 

Pero a la hora de explicar el giro de las Diputaciones también hay que tener en cuenta 
otros elementos. Uno de ellos, fundamental, fue el económico. En el contexto de la Primera 
Guerra Mundial (1914-1918), al paraguas de la neutralidad española, las economías vizcaína 
y guipuzcoana disfrutaron de un periodo de gran bonanza, que repercutió en el aumento de la 
recaudación provincial. Empujadas por el estado de prosperidad recaudatoria, las Diputaciones 
vieron un momento idóneo para abordar una cuestión de índole tributaria como era el de la 
reglamentación de las haciendas municipales. En la Asamblea de Ayuntamientos celebrada el 
28 de agosto de 1918 en Bilbao, a la que aludiremos de nuevo más adelante, el por entonces 
presidente de la Diputación de Bizkaia, Ramón de la Sota (PNV), se refi rió expresamente a este 
hecho (AHFB: AR-01743/007):

La situación económica de la Diputación es ahora brillante si bien lo es de un modo transitorio, 
pues antes de la guerra no había recursos ni en los Ayuntamientos ni en la Diputación y esto 
que puede ocurrir al término de aquella contienda, es lo que debemos prever para alcanzar la 
mayor intensidad en nuestra vida económica. De aquí que la Diputación se haya ocupado en 
proporcionar medios de vida y dinero a los Ayuntamientos, al tiempo que los buscaba para 
sí. Añadió que la actual Diputación abordará el problema y haría lo posible por dotar a los 
Ayuntamientos de los mayores recursos posibles, lo cual hará ampliando la esfera de acción 
de los Municipios, otorgándoles mayores atribuciones en la creación y percepción de tributos 
e impuestos.

Además, en la esfera política, el proceso de reglamentación coincidió con la campaña auto-
nomista de la segunda mitad de la década de 1910. Los ayuntamientos jugaban un papel central 
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como organismos legitimadores, dinamizadores y vertebradores en este tipo de procesos “de 
país”. Por lo tanto, a las Diputaciones les interesaba que hubiera una buena relación entre am-
bos niveles de gobierno. De igual manera, aunque la iniciativa reguladora estaba ya en marcha 
con anterioridad, tras las elecciones provinciales de marzo de 1917, el PNV, que había apoyado 
la “causa” municipal desde la oposición, alcanzó por primera vez en la historia la presidencia 
de la Diputación de Bizkaia, gobernándola hasta el verano de 1919. 

Por último, la marcha legislativa del Gobierno central también actuó de catalizador para la 
puesta en movimiento de las Diputaciones. Desde fi nales del siglo XIX hasta 1924, se suce-
dieron multitud de iniciativas parlamentarias con el fi n de modernizar y reglamentar el marco 
de actuación de las administraciones municipales (Orduña & Cosculluela, 2008). Tan solo en 
la década de 1910, se debatieron tres proyectos de Ley al respecto. En base a experiencias 
previas en otras áreas, las Diputaciones eran conscientes de los confl ictos competenciales que 
la aprobación de una ley de aplicación general podía acarrear sobre la imprecisa situación “de 
facto” en la que venían ejerciendo sus facultades de control y tutela fi nanciera de las hacien-
das locales. Aunque podía acarrear riesgos, adelantarse al Gobierno central en las labores de 
reglamentación, les proporcionaría un escudo para defenderse ante los posibles confl ictos que 
pudieran derivar de la acción legislativa del Estado.

Los informes de los técnicos provinciales de 1916

A la luz del nuevo escenario que se dibujó a partir de 1915, la Diputación de Bizkaia tomó 
la iniciativa a la hora de emprender la formación de un reglamento que modernizara y regulara 
el marco tributario de las haciendas municipales vizcaínas. En la sesión de la comisión pro-
vincial del 10 de febrero de 1916, en el seno de un debate de carácter tributario relativo a los 
presupuestos del Ayuntamiento de Bilbao, el Diputado carlista José María de Juaristi propuso 
realizar un estudio para “reglamentar las atribuciones de los ayuntamientos en materia de im-
puestos”. Tras la votación pertinente, se aprobó que en el seno de la Comisión de la Diputación 
encargada de las “Relaciones con los ayuntamientos”, se creara una ponencia donde el jefe de 
la sección de Hacienda Municipal, Manuel Zorrilla, el Secretario de la Diputación, José María 
de Estecha, y el jefe de la Sección de presupuestos y cuentas, Ignacio de Echeverría, estudia-
ran “la forma de reglamentar las atribuciones de los ayuntamientos en materia de impuestos, 
confeccionando un reglamento sobre la cuantía de los distintos impuestos que aquellos pueden 
establecer”. 

De este modo, entre noviembre y diciembre de 1916, los tres altos funcionarios de la Dipu-
tación elaboraron y entregaron sus informes de manera escalonada: primero, Manuel Zorrilla, 
el 2 de noviembre; luego, José María de Estecha, el 25 de noviembre; y por último, Ignacio de 
Echeverría, el 9 de diciembre (el expediente completo con los tres informes se reproduce en 
el Anexo III). 
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Manuel Zorrilla presentó el informe más extenso y completo, incluyendo un detallado re-
sumen de los impuestos y arbitrios vigentes que podían emplear los ayuntamientos vizcaínos 
y planteando unas bases que guiaran la confección del futuro reglamento. Aún así, el quid del 
debate no se centró en el contenido del reglamento, sino en una cuestión previa y esencial: el 
alcance competencial de las Diputaciones en materia de haciendas municipales. En palabras de 
Estecha, la clave residía “en saber cuales son las facultades de las Diputaciones provinciales 
vascongadas en materia de arbitrios e impuestos y límites máximos a que pueden alcanzar 
los establecidos por ellas y los ayuntamientos”. En resumen, antes de empezar el proceso de 
reglamentación, los tres ponentes coincidían en la necesidad de determinar si las Diputaciones 
gozaban de una simple autonomía dentro del marco general establecido por el Estado (y por lo 
tanto, tenían una autonomía limitada), o, si por el contrario, eran soberanas en la materia (y por 
lo tanto, podían regular libremente sus respectivos regímenes de fi nanciación local sin atenerse 
a las leyes generales del Estado). 

Los informes de Zorrilla y Estecha concluían, que aunque las Diputaciones ostentaban una 
amplia autonomía, no gozaban de “independencia económica” en la materia. Opinaban que las 
Diputaciones no podían contravenir las leyes generales del Estado. De este modo, considera-
ban que las Diputaciones tenían restringida la capacidad para crear nuevos impuestos o rebasar 
los tipos máximos establecidos por la legislación general del Estado en materia de haciendas 
locales. Por el contrario, Echeverría discrepó con los anteriores, defendiendo “la independen-
cia económica y administrativa que las Diputaciones y los ayuntamientos de las tres provincias 
han venido gozando constantemente”. Además, advirtió de la necesidad de consensuar esta 
cuestión previamente con las “Diputaciones hermanas de Álava y Guipúzcoa”, porque una 
mala resolución podía suponer “una merma de la independencia económico y administrativa 
que colocaría a las Diputaciones Vascongadas en las condiciones de simples recaudadores de 
contribuciones o de arrendatarias de las mismas; se trata de la adopción de un acuerdo que 
puede tener transcendencia grandísima para la vida futura económica y administrativa de las 
provincias Vascongadas”. 

El examen de los tres informes quedó en manos de la Comisión de “Relaciones con los 
ayuntamientos”, compuesta por Miguel Loredo (conservador, electo por el distrito de Bal-
maseda), José María de Enderica (conservador, electo por el distrito de Gernika) y Fernando 
de Malaxechevarria (nacionalista vasco, electo por el distrito de Markina) (Castaño, 2008). 
Tras examinar los informes, en la reunión del 15 de diciembre de 1916, la Comisión se alineó 
con la postura de Echeverría, acordando “que la Excma. Diputación de Vizcaya es soberana 
en materia económica y administrativa”, y que por lo tanto, podía “dictar las normas o re-
glas que regulen los recargos, impuestos y arbitrios municipales como mejor se adapten a las 
necesidades de los municipios del Señorío bien rebasando los límites que imponen las leyes 
generales del Estado, bien limitando dichas facultades, pero sin que sus decisiones soberanas, 
se entiendan por ningún concepto detenidas en aquellos límites por acatamientos a aquellas 
disposiciones centrales; ya que dicha reglamentación emanaría de su propia soberanía”. No 
obstante, y siguiendo el consejo de Echeverría, decidieron consultar la cuestión con las “pro-
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vincias hermanas de Álava y Guipúzcoa antes de resolver en tan importante materia”. Para 
ello, la Diputación de Bizkaia envió una copia de los informes de los tres altos funcionarios 
provinciales a las otras Diputaciones y las convocó a una reunión. 

La reunión de Zumarraga de 1917

El 13 de febrero de 1917 se reunieron representantes de las tres Diputaciones en la localidad 
de Zumarraga. Entre otros asuntos tratados en la reunión, la Diputación de Bizkaia planteó la 
cuestión “relativa a las facultades de que se hallan investidas las Diputaciones vascongadas en 
materia tributaria, naturaleza y límite de los impuestos que pueden autorizar los ayuntamien-
tos” (las actas de la reunión de Zumarraga se reproducen en el Anexo IV). 

En primer lugar, las tres Diputaciones parlamentaron acerca de su legitimidad y autoridad 
en materia de tributación municipal. La clave del debate era decidir si “disfrutaban de inde-
pendencia o soberanía” o “simplemente de autonomía” en materia de haciendas municipales. 
Los representantes de Gipuzkoa y Álava presentaron y leyeron sendos escritos para defender 
que las Diputaciones “disfrutan de omnímoda independencia en la materia objetivo de delibe-
ración” (lamentablemente, el expediente del acta de la reunión de Zumarraga localizado no in-
cluye los escritos citados). Tras exponer sus argumentos, las tres Diputaciones, unánimemente, 
se juzgaron soberanas para regular libremente el marco de fi nanciación municipal sin atenerse 
a las leyes generales del Estado. 

Una vez resuelta la cuestión sobre la legitimidad, las Diputaciones se decidieron a empren-
der simultáneamente la labor de reglamentación. Para ello, en la reunión de Zumarraga se 
fi jaron unas bases comunes para que cada Diputación confeccionara su respectivo reglamento. 
Para fi nalizar, se convino en volverse a reunir una vez que cada Diputación hubiera confeccio-
nado un borrador del reglamento.

En un expediente del 14 de febrero de 1917 (reproducido en el Anexo IV), fi rmado por el 
jefe de la sección de Hacienda municipal de la Diputación de Bizkaia, Manuel Zorrilla, se 
especifi can los cinco principios básicos acordados en la reunión del día anterior en Zumarraga 
para la elaboración del reglamento: 

1- Reconocimiento de la soberanía de las Diputaciones Vascongadas en materia de contribu-
ciones, impuestos y arbitrios.

2- Procurar robustecer cuanto más la autonomía de los ayuntamientos Vascongados no solo en 
el orden económico sino también en el puramente administrativo. 

3- Cada una de las tres Diputaciones deberá formar su respectivo reglamento, y una vez ulti-
mados serán objeto de nuevo examen y revisión por la representación de las tres Provincias, al 
objeto de sancionarlos defi nitivamente.

4- En la fi jación de los conceptos contributivos y en las normas señalando la proporción o 
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cuantía máxima y mínima de cada contribución impuesto o arbitrio, se procurará, que sean los 
más justos y equitativos al objeto de evitar la injerencia de Autoridades o Tribunales de otro 
orden y al mismo tiempo los más apropiados y adaptables a las características de cada pueblo 
o ayuntamiento, ya sea rural o urbano, industrial o meramente agrícola. 

5- Como parte integrante y complementaria de esa reglamentación se formulará al mismo 
tiempo otro proyecto, reglamentando el procedimiento de apremio administrativo para que 
los ayuntamientos puedan obligar a los contribuyentes y vecinos al exacto cumplimiento de 
las reglas y normas tributarias, y a su vez para que la Diputación pueda exigir esas recíprocas 
obligaciones a los ayuntamientos de su demarcación. 

Del análisis de estos principios y del acta de la reunión de Zumarraga se aprecia que la 
apuesta reguladora de las Diputaciones abarcaba una doble dimensión: el plano interno (Dipu-
taciones-ayuntamientos) y el plano externo (Diputaciones-Estado).

En el plano de la administración interior, las Diputaciones buscaron solucionar la crispa-
ción latente en su relación con los ayuntamientos. Para ello, apostaron por negociar y acor-
dar con los ayuntamientos un nuevo marco de fi nanciación, más favorable que el de régimen 
común. Pero a su vez, también aprovecharon el proceso de reglamentación para afi anzar su 
posición de superioridad sobre los municipios. El quinto principio que establecía el objetivo 
de reglamentar “el procedimiento de apremio administrativo” respondió, probablemente, a las 
difi cultades que afrontaban las tres Diputaciones a la hora de hacer valer su autoridad frente a 
los ayuntamientos que no cumplían las disposiciones provinciales en materia de aprobación y 
fi scalización de las cuentas municipales. A modo de ejemplo, en un expediente interno de la 
Diputación de Bizkaia de 1918, se detalla que más de 40 ayuntamientos no habían remitido sus 
cuentas a la Diputación para su fi scalización. En un principio, con el objeto de presionarles a 
enviar las cuentas, la Diputación decidió multar a los alcaldes, secretarios, contadores y depo-
sitarios de dichos ayuntamientos. Pero según avanzó el procedimiento, surgieron dudas acerca 
de la legalidad de dicha acción coercitiva, ya que no existía un reglamento o norma sobre la 
que sustentarla (AHFB: AR-01744/001). 

En el plano externo, cara al poder central, se desprende un interés meridiano por reivindicar 
y apuntalar la soberanía y autoridad de las Diputaciones frente al Estado. Asimismo, tal y como 
defendió en la reunión de Zumarraga el Diputado alavés, Benito de Guinea, el reglamento 
ofrecía un respaldo legal a las Diputaciones frente a los recursos contencioso-administrativos, 
“evitando que la jurisprudencia de este orden siga siéndonos adversa”. Lo interesante de este 
punto es que las Diputaciones no defendieron su soberanía con miras a crear un sistema de 
fi nanciación municipal radicalmente opuesto al del régimen común. El principal objetivo de 
las Diputaciones era defender su posición de control y tutela fi nanciera sobre las haciendas 
municipales, conscientes de la importancia e infl uencia que ejercían los ayuntamientos en la 
administración tanto fi scal como política de cada territorio. Es paradójico, que tras reiteradas 
manifestaciones donde se exaltaba la “plena soberanía o independencia en materia tributaria” 
de las Diputaciones, los representantes de las tres provincias convinieron unánimemente en 
que “omitiendo toda referencia a ella, un criterio de conveniencia práctica aconseja que, a fi n 
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de evitar choques o resoluciones desfavorables, en los futuros reglamentos se procure no con-
travenir lo dispuesto en aquellas leyes [generales] aunque sin suprimir ninguno de los recursos 
hoy utilizados por los Ayuntamientos”. Detrás de este pragmatismo se evidenciaba el temor 
que una posible intervención del Estado generaba sobre las Diputaciones. 

Este miedo estuvo latente durante todo el proceso de reglamentación. Con el objetivo de 
aunar fuerzas ante una eventual intervención del Gobierno central, las Diputaciones plantearon 
incluso la posibilidad de elaborar un reglamento único para las tres provincias. Esto hubiera 
supuesto fi jar un marco de fi nanciación local común para el conjunto del País Vasco. Aunque 
la propuesta del reglamento común no prosperó fi nalmente, en la sesión de la Diputación de 
Gipuzkoa del 13 de junio de 1918, en la que se debatieron las bases para la confección de la 
ordenanza de tributación municipal guipuzcoana, Ladislao de Zavala defendió esta postura, ar-
gumentado, que “de lograrse llegar a la aprobación de un Reglamento para las tres provincias, 
era evidente que éste hallaríase revestido de una gran fuerza, para los casos de oposición que 
pudieran presentarse, ante los poderes Centrales” (ADG: 13/06/1918).

La “Ordenanza sobre tributaciones municipales” de Gipuzkoa de 1918 y el “Regla-
mento de exacciones e ingresos municipales” de Bizkaia de 1919

Tras la reunión de Zumarraga, las Diputaciones de Gipuzkoa y Bizkaia actuaron diligente-
mente en la formación de sus respectivos reglamentos de tributación municipal. Por ejemplo, 
en el caso de Bizkaia, la Diputación confeccionó dos anteproyectos que remitió a los ayunta-
mientos para que formularan sus observaciones y enmiendas. Una vez recopilados los infor-
mes enviados por los ayuntamientos, la Diputación y los representantes de los ayuntamientos 
vizcaínos se reunieron en una Asamblea de Ayuntamientos, celebrada el 28 de agosto de 1918 
en el Palacio de la Diputación, para debatir y examinar las proposiciones de enmienda. Fina-
lizada la fase de enmiendas, la Diputación confeccionó el proyecto fi nal. De este modo, tras 
lograr un acuerdo con sus respectivos ayuntamientos, Gipuzkoa y Bizkaia aprobaron sendos 
reglamentos a fi nales de 1918 y 1919 (reproducidos íntegramente en los Anexos V y VI). Tal 
y como destacó al fi nal de la Asamblea de Ayuntamientos el vicepresidente de la Diputación 
de Bizkaia, Mariano de la Torre, mediante la sanción defi nitiva del reglamento, “cabría a la 
Diputación la honra de haber formado el primer código municipalista de impuestos de la Na-
ción” (AHFB: AR-01743/007). Aunque la Diputación de Gipuzkoa se terminó por adelantar a 
la vizcaína, ambas Diputaciones fueron pioneras y se anticiparon al Gobierno central a la hora 
de modernizar, ordenar y reglamentar sus respectivos regímenes de fi nanciación locales.

Aunque en la documentación consultada no se han hallado referencias a reuniones poste-
riores a la de Zumarraga, dadas las similitudes entre los reglamentos aprobados por Gipuzkoa 
y Bizkaia, es evidente que mantuvieron estrechos lazos de contacto y colaboración durante el 
proceso de elaboración y aprobación de sus reglamentos. 
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Pero además de asemejarse entre sí, ambos reglamentos también guardaban un parecido 
razonable, que no igualdad, con las disposiciones que en materia de fi nanciación local esta-
blecería poco después el Estatuto municipal aprobado en 1924 por el Estado. Como ya hemos 
señalado previamente, la coincidencia no era casual. Respondió al criterio de las Diputaciones 
de no contravenir en lo posible a las leyes generales. Por eso, a la hora de confeccionar sus re-
glamentos, las Diputaciones se inspiraron en el proyecto sobre exacciones municipales que en 
aquel momento se estaba discutiendo en Madrid: el denominado como proyecto de González 
Besada, en referencia a Augusto González Besada, ministro de Hacienda en 1918. A su vez, el 
Estatuto municipal de 1924 se inspiró en el proyecto de González Besada de 1918 (Orduña & 
Cosculluela, 2008, p. 173). 

En los informes remitidos por los ayuntamientos al respecto de los dos anteproyectos que 
presentó la Diputación de Bizkaia para su discusión, el Ayuntamiento de Bilbao se congratuló 
de que la Diputación “se inspirara” en el proyecto del ministro González Besada “para redac-
tar los suyos y anticiparse en su implantación al Gobierno de la Nación”. En el lado opuesto, 
también hubo voces críticas por el criterio de imitar la normativa del Estado. El alcalde de 
Getxo, Eduardo Aburto, cuñado del presidente de la Diputación, Ramón de la Sota, protestó 
airadamente contra “ambos proyectos”, indicando que “los dos anteproyectos nos recuerdan 
la muerte, siquiera momentánea de las instituciones y libertades seculares del País basko”, y 
criticó que “al limitarse al trasplante con toda fi delidad de la expresión del Poder Central, nos 
revela los estrechos límites en que se encierran nuestras históricas libertades” (AHFB: Bilbao 
Sexta 00833/011).

Con todo, una vez que entraron en vigor, los reglamentos de Bizkaia y Gipuzkoa estable-
cieron un marco de fi nanciación municipal reglado y sistematizado dentro del cual los ayunta-
mientos dispusieron de una amplia autonomía. Los reglamentos establecían los conceptos tri-
butarios que podían ser aplicados por los ayuntamientos, señalando en la mayoría de los casos 
unas reglas de recaudación y unos tipos máximos de imposición (fi jados en las tablas adjuntas 
al fi nal de ambos reglamentos). Dentro de los márgenes establecidos, los ayuntamientos podían 
elegir los tributos y tipos que quisieran aplicar libremente y sin solicitar autorización previa. 
El reglamento de Bizkaia también incluyó un apartado sobre el procedimiento de contratación 
de empréstitos municipales, cuya aprobación fi nal requería la previa sanción de la Diputación 
de Bizkaia. 

Aunque la clasifi cación de los distintos conceptos varía entre los reglamentos de Bizkaia 
y Gipuzkoa, ambos incluyeron una larga relación de tributos y otros recursos que los ayun-
tamientos podían emplear “sin necesidad de autorizaciones ni expedientes previos” a la hora 
de confeccionar sus presupuestos: impuesto sobre consumos, recargo sobre la contribución 
territorial y pecuaria, recargo sobre la contribución industrial y de comercio, recargo sobre 
el impuesto de cédulas personales, cesión sobre el impuesto de utilidades de las sociedades 
anónimas y comanditarias por acciones (en Gipuzkoa con naturaleza de arbitrio municipal, no 
de cesión), impuesto sobre solares sin edifi car, benefi cios del ensanche, impuesto de plusvalía, 
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contribuciones especiales, impuesto sobre carruajes y automóviles, arbitrio sobre perros, ar-
bitrio sobre pompas fúnebres (solo en Gipuzkoa), recargo municipal sobre la contribución de 
3 por 100 del producto bruto de las explotaciones mineras (solo en Bizkaia), el repartimiento 
fogueral y la prestación personal obligatoria, “conocida en el país con el nombre de auzo-lan”.

Los reglamentos conferían la posibilidad de aplicar nuevos tributos no recogidos en las 
normas reguladoras o rebasar los tipos máximos establecidos en ella, siempre y cuando se 
obtuviera la autorización previa de la Diputación. Por ejemplo, la Diputación de Gipuzkoa per-
mitió aplicar nuevos tributos a algunos consistorios, y autorizó, bajo ciertas circunstancias, la 
aplicación de tarifas más altas que los tipos máximos establecidos por las normas reguladoras. 
Como señaló en el año 1935 el jefe de la Sección de Hacienda municipal de Gipuzkoa, José 
María de Guerra (1935, pp. 17-18), “por este sistema han podido percibirse impuestos como el 
del turismo, exportación de pescado, espectáculos, elevación de recargos sobre contribuciones 
directas, etc.”. De igual modo, ambos reglamentos también incluían disposiciones de carácter 
penal y reglas sobre el procedimiento de apremio. 

Al paraguas de ambos reglamentos, los ayuntamientos mantuvieron una amplia capacidad 
y responsabilidad en lo que respecta a la recaudación y administración de los tributos. En Biz-
kaia, salvo algunas excepciones en el caso de los recargos, los ayuntamientos tenían la posibi-
lidad de recaudar y administrar prácticamente todos sus ingresos. Por ejemplo, el servicio de 
recaudación del Ayuntamiento de Bilbao administraba y recaudaba los impuestos propiamente 
municipales como el impuesto sobre consumos, el impuesto de plusvalía, el impuesto sobre 
solares sin edifi car o el impuesto sobre carruajes de lujo. Pero además, por acuerdos bilaterales 
con la Diputación, también recaudaba las contribuciones territorial y pecuaria e industrial y de 
comercio, así como el impuesto de espectáculos y otros tributos de menor entidad. Incluyendo 
el resto de capítulos, tales como los derechos y tasas, los servicios municipalizados o las rentas, 
el Ayuntamiento de Bilbao se encargaba de recaudar por administración directa más del 90% 
de sus ingresos totales. Teniendo en cuenta el peso que tenía el impuesto sobre consumos y el 
menor desarrollo de los impuestos directos en los presupuestos de las pequeñas y medianas ha-
ciendas municipales vizcaínas, esta situación era extrapolable a la mayoría de ayuntamientos.

En el caso de Gipuzkoa, los municipios gozaban incluso de una mayor capacidad en materia 
de gestión recaudatoria. Al aprobar la Ordenanza de 1919, la Diputación confi ó en los ayun-
tamientos la administración y recaudación de todos los impuestos de carácter municipal, así 
como de los recargos y participaciones sobre los impuestos provinciales, exceptuando el recar-
go sobre el Impuesto de Utilidades. En palabras de José María de Guerra (1924, p. 20), detrás 
de esta decisión, “se acusa bien claramente, la tendencia a la absoluta independencia entre la 
constitución de la Hacienda provincial y de las Haciendas municipales”. De este modo, al igual 
que en Bizkaia, los ayuntamientos guipuzcoanos gestionaban directamente la recaudación de 
la práctica totalidad de sus ingresos. 

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)



36

Reglamentación y tutela fi nanciera de las haciendas locales vascas

Álava: la pervivencia de un modelo singular

Dentro del modelo de federalismo fi scal que confi guraba el Concierto Económico en el 
plano interno del País Vasco, Álava conservó un sistema tributario y un modelo de gestión 
y recaudación tributaria marcadamente diferente respecto al de las provincias hermanas de 
Bizkaia y Gipuzkoa.

En el caso de Álava, el proceso de reglamentación que iniciaron las tres Diputaciones en 
1917 no prosperó. Además, no se ha hallado referencia alguna de que antes de la Guerra Civil 
se aprobara ningún reglamento en materia de fi nanciación municipal. En el archivo se han 
localizado dos anteproyectos confeccionados por la Diputación en 1915 y 1930, pero la Dipu-
tación y los ayuntamientos se acusaron mutuamente de la falta de acuerdo para su aprobación 
(ATHA: DAH-904/26; DAH-6309/7; DAH-5190/45). Aunque no se aprobase un reglamento u 
ordenanza, la Diputación alavesa aumentó los recursos de los ayuntamientos en línea con las 
medidas adoptadas por Bizkaia y Gipuzkoa en sus respectivos reglamentos.  

En 1916, en Álava aun subsistía un modelo arcaico de administración y recaudación tribu-
taria, que pivotaba en torno a los ayuntamientos. Hasta bien entrada la década de 1920, la Di-
putación delegó el grueso de las labores recaudatorias en los municipios. A cambio de un cupo 
fi jo anual que los ayuntamientos abonaban en forma de contingente provincial, la Diputación 
encabezaba con los ayuntamientos la recaudación de gran parte de los impuestos provinciales: 
la contribución territorial y pecuaria, la contribución industrial y de comercio, el impuesto so-
bre consumos, el impuesto sobre el ganado de labor y las cabras, el impuesto sobre los pagos 
y los sueldos y el impuesto sobre los montes. 

En base a este régimen de recaudación, la Diputación dependía del contingente provincial 
acordado con los Ayuntamientos para afrontar sus obligaciones; entre ellas, el pago del cupo 
al Estado. Por ejemplo, en 1920, las transferencias por tributos encabezados supusieron el 
50,16% de los ingresos totales de la Diputación, mientras que la recaudación fi scal por admi-
nistración directa constituyó tan solo el 20,07% del mismo (Erkoreka, 2020a). 

Este sistema suponía un ahorro de personal y gastos de administración para la Diputación, 
pero también entrañaba riesgos. Durante las primeras décadas del siglo XX, es frecuente en-
contrar expedientes e informes donde la Diputación apremiaba a los municipios a ingresar 
los retrasos e impagos que venían a “perturbar la buena marcha de la economía provincial” 
(ATHA: 5917-1). Por ejemplo, en un expediente del año 1934, la Diputación reclamaba a los 
municipios 1.101.816,72 de pesetas, cantidad equivalente a un tercio del presupuesto provin-
cial (ATHA: 7474-5). Asimismo, desde una perspectiva política y de la ética del buen gobier-
no, dejar la recaudación fi scal en manos de los municipios en un periodo caracterizado por la 
omnipresencia del caciquismo, suponía cierta desidia premeditada por parte de la élite dirigen-
te provincial, que a su vez, en muchos casos, era la misma que ejercía el caciquismo a nivel 
municipal (Díaz, 2016). Mediante el control del servicio de recaudación, el sistema alavés les 
ofrecía a las élites locales de la Restauración una herramienta ideal para tejer redes clientelares 
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que perpetuaran su dominio sobre el poder público local. Ya en la II República, el proyecto de 
presupuestos de 1935 criticaba esta situación y apuntaba que “la orientación general es la de ir 
suprimiendo los cupos y encabezamientos que no tienen razón de ser cuando la administración 
provincial cuenta con medios más cualifi cados y de mayor virtualidad, benefi ciando únicamen-
te a determinados contribuyentes con perjuicio del erario de Álava y de la debida justicia en la 
distribución de las cargas públicas” (ADA: 31/12/1934). 

La situación descrita para el año 1920 se modifi có a raíz del proceso de fortalecimiento y 
centralización que puso en marcha la Diputación a partir de la década de 1920. En el contexto 
del fi nal de la Restauración y la renovación del cupo de 1925, la Diputación se sumergió en un 
periodo de cambios, que, entre otros aspectos, alcanzó al sistema de recaudación. La Diputa-
ción implantó nuevos impuestos y gravó otros ya existentes. Asimismo, reestructuró y reforzó 
el servicio de recaudación provincial para gestionar las nuevas fuentes de ingresos (ATHA: 
1362-15). En un periodo de diez años, el presupuesto provincial se duplicó, sostenido princi-
palmente en el aumento de la recaudación fi scal por impuestos directamente administrados por 
el servicio de recaudación provincial. Para el año 1930, la recaudación fi scal por recaudación 
directa supuso el 54,65% del presupuesto total, mientras que el peso de los ingresos por tribu-
tos encabezados alcanzó el 36,88%. En el año 1934, la Diputación alegó motivos de efi ciencia 
para la aprobación de una moción para traspasar gradualmente la recaudación de las contribu-
ciones territorial y pecuaria e industrial y de comercio a manos de los servicios de recaudación 
provincial, al igual que “tienen establecido con excelentes resultados las provincias hermanas” 
(ADA: 31/12/1934).

Debido al arcaismo del sistema, los municipios alaveses se desenvolvían en un marco de 
fi nanciación y administración tributaria marcadamente distinto al de sus homólogos vizcaínos 
y guipuzcoanos. Mientras que en las provincias costeras los ayuntamientos no transferían el 
contingente provincial a la Diputación (en todo caso, recibían fondos a razón de los recargos y 
participaciones sobre los impuestos provinciales), en Álava, la situación era inversa. Los ayun-
tamientos eran quienes tenían la obligación de transferir a la Diputación el cupo acordado por 
el encabezamiento de los tributos. Por ejemplo, en el ejercicio de 1930, el Ayuntamiento de Vi-
toria-Gasteiz destinó el 22% de su presupuesto para abonar el contingente acordado. Además, 
no recibían transferencias provinciales por participaciones o recargos sobre los ingresos pro-
vinciales. Para pagar el contingente y nutrir su presupuesto, los ayuntamientos aplicaban los 
recargos que la Diputación les autorizaba sobre los tributos encabezados y que ellos mismos 
administraban y recaudaban. Por lo tanto, los ayuntamientos alaveses no solo se encargaban de 
recaudar la práctica totalidad de sus ingresos, sino que además también se responsabilizaban 
de recolectar una parte sustancial del presupuesto provincial. 

La prueba de fuego: el Estatuto municipal de 1924

La “Ordenanza sobre tributaciones municipales” aprobada por la Diputación de Gipuzkoa 
en 1918 fue el primer reglamento moderno sobre tributación municipal aprobado en España en 
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el siglo XX. Luego le siguió el “Reglamento de exacciones e ingresos municipales” sanciona-
do por la Diputación vizcaína en 1919. 

En líneas generales, el proceso de negociación, aprobación e implantación de ambos regla-
mentos fue un éxito tanto para las Diputaciones y ayuntamientos como para los defensores 
que propugnaban por ahondar en la vía reguladora dejando atrás la tradición foral basada en 
el derecho consuetudinario. Por una parte, el marco de fi nanciación de las haciendas locales 
vascas mejoró, poniendo fi n a la espiral de tensión entre Diputaciones y ayuntamientos (Erko-
reka & Erkoreka, 2021, pp. 278-282). Por otra parte, no se ha localizado ninguna referencia 
a reacciones adversas por parte del Gobierno central en el momento de la aprobación de los 
reglamentos. La alternancia de gobiernos y la inestabilidad política que acompañó al fi nal del 
régimen de la Restauración entre 1918 y 1923, y que supuso un obstáculo para el avance de las 
aspiraciones autonomistas vascas, quizás pudo entrañar una ventaja en este caso.  

En 1924 el Estado promulgó el Estatuto municipal, estructurado en dos libros: el primero, 
referido a la organización y administración municipal; y el segundo, al régimen de fi nanciación 
de las haciendas locales de régimen común.

La aprobación del Estatuto municipal en los inicios de la Dictadura de Primo de Rivera 
fue un importante test para evaluar la resistencia del sistema de autogobierno concertado en 
materia de fi nanciación local. Como indica en sus memorias José Calvo Sotelo, el Director 
general de la Administración en 1924 y principal impulsor del Estatuto municipal, “las cuatro 
Diputaciones [incluyendo Navarra] enviaron a Madrid sendas comisiones, que parlamentaron 
con la Dirección General de Administración, sosteniendo largas y prolijas negociaciones para 
precisar la forma en que el Estatuto había que aplicarse a sus ayuntamientos” (Calvo Sotelo, 
1974, p. 63). El resultado de estas negociaciones se materializó en la disposición vigésimo 
sexta del Estatuto municipal, disponiendo que “seguirán en vigor los regímenes especiales de 
las exacciones municipales de las provincias Vascongadas y de Navarra”. Gracias a esta dispo-
sición, la aprobación del Estatuto municipal no tuvo efectos reseñables sobre la confi guración 
de los regímenes de fi nanciación municipales de las provincias vascas. Por el contrario, sí que 
obligó a adaptar el régimen orgánico-administrativo de los ayuntamientos vascos en línea con 
las disposiciones del Estatuto municipal.

Los comisionados vascos y el Directorio Militar abrieron negociaciones y debatieron las 
propuestas formuladas por las Diputaciones vascas para adaptar la aplicación del Estatuto mu-
nicipal “a las especialidades del régimen económico vascongado”. El Real Decreto-ley de 21 
de octubre de 1924 reguló las bases para adaptar el Estatuto municipal al País Vasco (repro-
ducido en el Anexo VII), mientras que el Real Decreto-ley de 4 de noviembre de 1925 hizo lo 
propio para Navarra. 

Aunque las Diputaciones negociaron la incorporación de algunas excepciones y matizacio-
nes, el libro primero del Estatuto, referente a la organización y administración de las entidades 
municipales, se aplicó en su mayoría en el País Vasco. Por el contrario, en el caso del libro 
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segundo, referente a la hacienda municipal, se aplicó de manera parcial y respetó la vigencia 
de los respectivos regímenes de fi nanciación locales del País Vasco. Como indicó Calvo Sotelo 
en sus memorias, “la excepción era imperiosa en cuanto a las haciendas locales [vascas]. Por 
fuerza habían de organizarse al margen del Estatuto, tratándose de ayuntamientos vinculados 
fi nancieramente, no al Estado, sino a la Diputación correspondiente” (Calvo Sotelo, 1974, p. 
63). En la misma exposición de motivos, el Real Decreto-ley señaló que “el Gobierno respeta 
íntegramente el sistema de exacciones municipales vigente en las Vascongadas”. En relación 
con la adaptación de los regímenes de fi nanciación locales, el artículo 5 del Real Decreto-ley 
se limitó a exigir a las Diputaciones vascas, que conjuntamente con una representación de 
los ayuntamientos, estudiaran y redactaran un Reglamento de Hacienda municipal, “teniendo 
en cuenta las bases del Concierto económico, las exacciones que vengan utilizando y las que 
autoriza el Estatuto municipal”. El Gobierno de la Dictadura se comprometía a respetar el 
acuerdo alcanzado, sancionándolo por medio de Real Decreto, “sin modifi cación alguna de su 
contenido”. 

En el caso de Bizkaia, la Diputación y los ayuntamientos decidieron no confeccionar un 
nuevo Reglamento de Hacienda municipal. En 1927, acordaron “proponer se mantengan y 
subsistan en toda su vigencia, por ahora y mientras se aprueba en defi nitiva el Reglamento, las 
tales disposiciones y Reglamento de exacciones [de 1919]”. Así pues, se limitaron a actuali-
zar algunas disposiciones del Reglamento de exacciones e ingresos municipales de 1919 y a 
aumentar los recursos de los ayuntamientos (la circular del acuerdo se reproduce en el Anexo 
VII). 

En un informe que estudiaremos posteriormente en detalle, fi rmado en 1936 por dos altos 
cargos técnicos de la Diputación de Gipuzkoa (Joaquín Elosegui, jefe de la Hacienda provin-
cial, y José María de Guerra, jefe de la sección de Hacienda municipal), se menciona, que 
como consecuencia del Real Decreto-ley de adaptación, las Diputaciones ya no podían refor-
mar el régimen de fi nanciación local de manera unilateral: “ha de ser de acuerdo Diputaciones 
y ayuntamientos como las modifi quen, y la obtención de tal acuerdo no es ciertamente ni fácil 
ni breve”.

En resumen, aunque con algunas secuelas, los regímenes de fi nanciación locales vascos 
sortearon la entrada en vigor del Estatuto municipal de 1924, sin perjuicio para los reglamentos 
de Bizkaia y Gipuzkoa. El Estatuto reconoció implícitamente la autoridad y jerarquía de las 
Diputaciones en materia de fi nanciación local. Además de afi anzar la vinculación fi nanciera 
entre las Diputaciones y las haciendas locales, el éxito de la reglamentación también fue un 
hito a destacar en el proceso de consolidación que experimentó el sistema de Concierto Eco-
nómico a partir de la renovación de 1906 (Alonso, 1995, p. 163). En el “Anuario de la vida 
local” de 1924, publicado por la Dirección general de Administración, su director, José Calvo 
Sotelo – que poco después, participaría en las negociaciones del Concierto Económico de 1925 
y del Convenio Económico de 1927 como Ministro de Hacienda -, vino a respaldar la postura 
defendida por las Diputaciones vascas, al señalar que “en virtud del régimen excepcional, las 
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cuatro Diputaciones [incluyendo a Navarra] son cosoberanas del Estado, pudiendo gravar la 
casi totalidad de las manifestaciones de riqueza, sin limitación en la cuantía ni forma” (Direc-
ción General de Administración, 1925, p. XXVII).

De esta manera, los reglamentos de Gipuzkoa y Bizkaia de 1918 y 1919 siguieron rigiendo 
el marco de fi nanciación de las haciendas municipales de ambas provincias hasta la antesala 
de la Guerra Civil. Durante la II República, la Diputación y los ayuntamientos de Gipuzkoa 
renovaron el marco de fi nanciación mediante la aprobación de unas nuevas “Ordenanzas regu-
ladoras de las haciendas de los municipios guipuzcoanos” (Diputación de Guipúzcoa, 1936). 
Pero al entrar en vigor poco antes del Golpe de Estado de 1936, tuvo una vigencia reducida. En 
el caso de Bizkaia, el Reglamento de 1919 no se renovó. Sin embargo, en plena Guerra Civil, la 
Diputación republicana publicó un apéndice recopilando todas las adiciones y modifi caciones 
introducidas en el Reglamento de exacciones e ingresos municipales desde su aprobación hasta 
el 31 de diciembre de 1936 (Diputación de Vizcaya, 1937).

Tras la derogación del Concierto Económico en Bizkaia y Gipuzkoa en 1937, el proceso de 
asimilación y homogeneización de las haciendas locales no fue tan traumático y drástico como 
en el caso de las haciendas provinciales, ya que el marco de fi nanciación local vasco guardaba 
un notable parecido con el del régimen común en comparación con el abismo existente para el 
caso de las haciendas provinciales. 

Comparativa entre los marcos de fi nanciación locales de Concierto Económico y de 
régimen común

La continuidad de unos regímenes de fi nanciación locales privativos bajo la órbita de las Di-
putaciones tuvo un impacto directo y tangible sobre las fi nanzas locales de los ayuntamientos 
vascos. Previamente hemos señalado que existían parecidos razonables entre los regímenes de 
fi nanciación municipal aprobados en Bizkaia y Gipuzkoa y el establecido en base al Estatuto 
municipal. El marco general y la esencia de los sistemas emanaba de la misma fuente. Pero 
ello no implicaba que fueran idénticos en su contenido, aplicación y alcance. Entre todos los 
elementos diferenciadores, hay uno, que dada su relevancia, merece una mención especial: la 
autonomía fi scal en materia de impuestos indirectos.

José María de Guerra (1924), jefe de la sección de Hacienda municipal de la Diputación de 
Gipuzkoa, elaboró un detallado estudio comparando el régimen de fi nanciación municipal gui-
puzcoano con el emanado del Estatuto municipal para los ayuntamientos de régimen común. 
Su estudio concluyó que el sistema guipuzcoano era harto más favorable para los intereses 
municipales que el de régimen común. Entre otros aspectos, el funcionario provincial resaltó 
el hecho de que la aplicación de los tributos por parte de los municipios guipuzcoanos “era vo-
luntaria” y no “guardaba orden ninguno de prelación”. Por el contrario, el Estatuto municipal 
obligaba a los ayuntamientos a aprovechar algunos recursos antes de poder aplicar otros, con el 
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objetivo de limitar el abuso de determinadas fuentes de fi nanciación, como, por ejemplo, el de 
los tributos indirectos. Ésta era una ventaja indudable para las haciendas municipales vascas. 
Pero del mismo modo, dicha autonomía facilitó la continuidad de un sistema impositivo re-
gresivo basado en el recargo sobre los productos de consumo. Al no existir orden de prelación 
en la elección de los tributos por parte de los ayuntamientos, la transformación del sistema 
impositivo quedaba al libre albedrío de los respectivos gobiernos municipales.

Como ya se ha señalado previamente, la aplicación de la Ley de supresión de los consumos 
de 1911 exceptuó a las provincias de Álava, Bizkaia, Gipuzkoa y Navarra. Asimismo, la adap-
tación del Estatuto municipal al régimen de Concierto Económico no afectó sobre la autono-
mía fi scal de los ayuntamientos vascos. 

Los gobiernos provinciales que se sucedieron en las tres Diputaciones desde 1878 hasta la II 
República, no priorizaron o directamente rehusaron aplicar reformas de calado para dar pasos 
en la desgravación de la imposición sobre los productos de consumo. La preponderancia de 
elementos conservadores al frente de los gobiernos provinciales fue un factor determinante a 
la hora explicar esta política fi scal. Tampoco podemos desdeñar las difi cultades de orden téc-
nico y material inherentes a un proceso que requería de reformas estructurales en el sistema 
de fi nanciación provincial. Sea cual sea la razón, durante todo el primer periodo de vigencia 
del Concierto Económico, los ayuntamientos gozaron de una amplia autonomía fi scal sobre la 
administración y recaudación del impuesto sobre consumos. 

Este hecho permitió que en los municipios vascos, especialmente en el caso de los peque-
ños y medianos ayuntamientos, subsistiera un sistema de tributación regresivo basado en los 
recargos sobre los productos de consumo. Poco antes del Golpe de Estado de julio de 1936, 
el gobierno provincial guipuzcoano del Frente Popular debatió un proyecto “en orden a la 
sustitución de los impuestos indirectos de los Municipios”. El proyecto pretendía transformar 
radicalmente el sistema de fi nanciación local guipuzcoano.

El proyecto quedó relegado en una fase embrionaria debido al inicio de la Guerra Civil. 
Aún así, conservamos el informe que elaboraron sobre esta cuestión Joaquín Elosegui, jefe 
de la Hacienda provincial, y José María de Guerra, jefe de la sección de Hacienda municipal, 
fi rmado el 1 de junio de 1936 (reproducido en el Anexo VIII). La exposición de motivos del 
informe es un botón de muestra inmejorable para vislumbrar el escenario tributario municipal 
al fi nal del primer periodo de vigencia del Concierto Económico:

Se ve en la práctica que los Ayuntamientos siguen aferrados a un sistema que es clásico en 
Guipúzcoa: a la preferencia del impuesto de consumos sobre todos los demás, y es preciso 
tener en cuenta, como más adelante veremos, que en toda reforma de Ordenanzas es factor 
principal el Municipio. 

El Municipio da su preferencia al impuesto de consumos por varias razones: en primer lugar, 
es el sistema del cual han nacido todas las Haciendas municipales y su constante práctica hace 
que tanto las Corporaciones municipales, en cuanto a sus organismos recaudatorios se refi ere, 
como el vecindario, se hallan habituados a esta forma de pago sin parar mientes en lo injusto 
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de la base tributaria. En segundo lugar, la generalidad de la exacción hace que el contribuyente, 
que es el vecindario todo, no sienta repulsión hacia los organismos fi scales que en pequeñas 
localidades tropezarían con difi cultades al desenvolverse entre un reducido número de vecinos 
a los que hiciera soportar toda o la mayor parte de la carga vecinal por tributación directa. En 
tercer lugar, es un sistema que produce a las Corporaciones tan saneados ingresos que difi cul-
tan de modo enorme su sustitución. 

Buena prueba de la preferencia a que venimos refi riéndonos nos la dan los datos que acom-
pañamos en los que se ve a la mayoría de los Municipios desgravados o gravados de modo 
insufi ciente por métodos directos, con la singularidad de que algunos de ellos hayan acudido 
a arbitrios extraordinarios de consumos teniendo intacto el recargo sobre cédulas y a bajo tipo 
los de territorial, pecuaria e industrial.

En el informe se plantearon dos fórmulas para limitar el abuso de la tributación indirecta por 
parte de los ayuntamientos: 

1- Siguiendo la estela del Estatuto municipal, “establecer un orden de preferencia en cuya vir-
tud los Ayuntamientos no pudiesen acudir a la tributación indirecta sin haber previamente 
establecido el máximo permitido en la Ordenanza para recargar la directa”.

2- “Cobrando los arbitrios de consumos en forma de repartimiento. Es decir, repartiendo entre 
los vecinos en forma análoga al repartimiento fogueral la cantidad presupuestada en con-
cepto de arbitrios municipales. En esta forma, el cupo de contribución indirecta se repartiría 
entre los vecinos en la proporción con que contribuyen directamente por la riqueza que 
poseen en todas sus manifestaciones.”

El informe anticipaba una fuerte resistencia al cambio por parte de muchos ayuntamientos. Tal 
y como relató Felipe Elorrieta y Artaza (1931, p. 27), jefe de la Hacienda del Ayuntamiento de 
Bilbao, el panorama descrito para Gipuzkoa era a grandes rasgos similar al de Bizkaia: 

La autonomía mal entendida ha llegado, en algunos pueblos vizcaínos de manifi esta incapaci-
dad, a recargar más y más los impuestos que gravan los artículos de consumos, y a no querer 
establecer en cambio, las contribuciones directas (territorial e industrial). A no querer estable-
cer tampoco, impuestos sobre los artículos de lujo, y a no pasarles siquiera por la imaginación 
la existencia del arbitrio sobre el incremento del valor de los terrenos (plusvalía), que pudiera 
devolver a la colectividad parte de la riqueza, sino toda, por ella misma creada.

Esta política conservadora no solo reportó benefi cios fi nancieros a los ayuntamientos, sino 
también facilitó la labor reguladora de las Diputaciones, que no tuvieron que preocuparse por 
diseñar complejos marcos de fi nanciación capaces de conciliar las necesidades de los pueblos 
más pequeños con el de las urbes más pobladas, donde el desarrollo de la imposición directa 
resultaba más sencillo. 

El panorama aquí descrito en referencia a las haciendas locales vascas no es un tema bala-
dí a la hora de analizar las fi nanzas públicas de la época en el País Vasco. El mayor disfrute, 
véase abuso, de la imposición indirecta, fue un factor determinante a la hora de explicar la 
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mejor situación fi nanciera de la que gozaron los ayuntamientos vascos en comparación con 
sus homólogos de régimen común. A grandes rasgos, los ayuntamientos vascos tenían acceso 
a los mismos recursos tributarios que los ayuntamientos de régimen común, pero, además, 
disfrutaban de una mayor autonomía fi scal para gravar los productos de consumo. El resultado 
de esta autonomía fi scal es perceptible a primera vista en la comparativa presupuestaria entre 
los ayuntamientos vascos y los de régimen común: 

Cuadro 3. Ingresos por el impuesto sobre consumos de los ayuntamientos de Vitoria-Gasteiz, 
Bilbao, Donostia y Alicante (1930-1932) (en pesetas corrientes)*

 Vitoria-Gasteiz Bilbao Donostia Alicante
Impuesto sobre consumos 2.074.416,55 6.207.795,81 3.329.733,86 950.000,00
Recaudación per cápita 51,04 38,32 42,45 13,00

Fuente: Liquidación de los presupuestos ordinarios de los ayuntamientos de Vitoria-Gasteiz (AMV: 27-20-6), 
Bilbao (AHFB: Bilbao Duplicados 0134/001) y Donostia (KML: Libro de Cuentas municipales años 1930-
1931) del año 1930. Presupuesto ordinario del Ayuntamiento de Alicante del año 1932 (Archivo Municipal 

de Alicante: 16610/7). Elaboración propia. *Las cifras de Vitoria-Gasteiz, Bilbao y Donostia provienen de la 
liquidación del año 1930. En cambio, los datos de Alicante proceden del presupuesto de 1932.  

Cuadro 4. Distribución de los ingresos ordinarios por habitante de los ayuntamientos de Gi-
puzkoa y de régimen común (1931) (en pesetas corrientes)

 Gipuzkoa Régimen común
Imposición municipal 32,66 14,31
Servicios municipalizados 11,69 0,70
Otros 19,55 20,16
Total sin resultas 63,90 35,17
Resultas 2,23 0,87
Total con resultas 66,13 36,04

Fuente: (De Guerra, 1935, p. 29).

El trabajo comparativo realizado por José María de Guerra refl ejaba una desigualdad tangi-
ble en cuanto a la capacidad tributaria de las haciendas locales guipuzcoanas y las de régimen 
común. La diferencia entre ambas no procedía de los ingresos no fi scales o las transferencias 
procedentes de otras administraciones, que en términos generales eran similares en los dos 
territorios. La diferencia la marcaban los ingresos procedentes del impuesto sobre consumos, 
y en menor medida, de los ingresos por servicios municipalizados. Si bien, el potencial de los 
ingresos por servicios municipalizados hay que relativizarlo, ya que una parte de estos ingresos 
se destinaba a sufragar los costes iniciales de su puesta en marcha.
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Siguiendo la tendencia de los países más avanzados, al menos Bilbao y Donostia, aposta-
ron por la municipalización de multitud de servicios. La municipalización de servicios, como 
por ejemplo el del agua, además de mejorar el bienestar de la ciudadanía, también reportaba 
pingües benefi cios a las arcas municipales (Elorrieta y Artaza, 1932, p. 16). Esta no fue la 
tónica general del municipalismo español (Núñez, 1996). Para explicar los distintos ritmos en 
la municipalización de servicios entre el territorio concertado y el régimen común, además del 
componente político, también habría que tener en cuenta otros elementos de naturaleza fi nan-
ciera; como por ejemplo, las diferencias en la capacidad de endeudamiento. No olvidemos, que 
la municipalización de determinados servicios como el del agua, eran proyectos de gran com-
plejidad técnica y burocrática y que requerían de una ingente inversión económica. A modo de 
ejemplo, podemos citar el macroproyecto que puso en marcha el ayuntamiento de Bilbao en 
1927 para construir una nueva traída de aguas. Para poder fi nanciar esta obra, el Ayuntamiento 
aprobó un presupuesto extraordinario fi nanciado principalmente mediante una emisión de deu-
da de 60.000.000 de pesetas (Ayuntamiento de Bilbao, 1927).

Con todo, en este punto, es necesario introducir un matiz importante en el estudio que esta-
mos llevando a cabo sobre las haciendas locales vascas. A falta de estadísticas presupuestarias 
agregadas de todos los ayuntamientos, nos hemos enfocado en analizar y usar como ejemplo las 
haciendas municipales de las tres capitales. Pero en determinados ámbitos, como por ejemplo, 
el desarrollo de la municipalización de servicios, las conclusiones derivadas de las capitales 
no son generalizables al resto de municipios de la provincia. No solo existían diferencias entre 
los regímenes de fi nanciación y organización de las tres provincias, sino que internamente, en 
cada provincia, las dinámicas económico-sociales y hacendísticas diferían considerablemente 
entre los municipios dependiendo del tamaño y la localización.

En Álava, la liquidación de Vitoria-Gasteiz del año 1930, sin resultas ni contingente pro-
vincial, fue de 72,20 pesetas por habitante; para el mismo año, el Ayuntamiento de Apellaniz, 
aprobó un presupuesto de gastos, excluidas las resultas y el contingente provincial, de 22,13 
pesetas por habitante (ATHA: DAI-2945/1). En Bizkaia, en 1930, mientras la liquidación del 
presupuesto de gastos por habitante del Ayuntamiento de Bilbao alcanzó las 128,30 pesetas, 
sin resultas ni contingente provincial, el Ayuntamiento de Dima liquidó el presupuesto de 18 
meses del mismo ejercicio con un gasto por habitante de 14,17 pesetas (AHFB: AR-00980/02). 
En Gipuzkoa, mientras que el promedio de gasto por habitante en 1931 fue de 65,98 pesetas, 
el presupuesto de los ayuntamientos de Donostia y Mutiloa fue de 124,38 y 14,28 pesetas por 
habitante respectivamente.

No obstante, es concluyente señalar, que en términos generales e independientemente de su 
tamaño y localización, a la sombra del Concierto Económico, los municipios vascos gozaron 
de una mayor autonomía fi scal y fi nanciera que sus homólogos de régimen común. Esta auto-
nomía fi nanciera repercutió directamente en su capacidad de gasto. Lógicamente, si contaban 
con mayores recursos, también podían desarrollar una política de gastos más ambiciosa. Esa 
mayor capacidad de gasto se refl ejaba en el ámbito competencial, donde los municipios vascos 
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pudieron ejercer un abanico más amplio de funciones y atribuciones que los ayuntamientos de 
régimen común (ver cuadros 5 y 6). Por lo tanto, al igual que ocurría con las Diputaciones, los 
municipios vascos además de gastar más que los ayuntamientos de régimen común, tuvieron la 
oportunidad de realizar un mayor rango de funciones. 

Cuadro 5. Distribución de los presupuestos de gastos ordinarios por habitante de los
ayuntamientos de Vitoria-Gasteiz, Bilbao, Donostia y Alicante (1930-1932) (en pesetas corrientes)

Vitoria-Gasteiz Bilbao Donostia Alicante
Gastos fi nancieros1 16,23 31,66 14,14 4,85
Contingente provincial2 20,80 13,40 0,00 4,28
Personal y gastos generales de administración3 17,83 22,17 24,44 12,72
Benefi cencia, sanidad, asistencia social
y pensiones4 14,34 27,85 21,01 9,76

Instrucción pública y cultura 4,71 10,20 14,42 4,85
Servicios económicos5 8,82 38,59 39,99 11,03
Gastos no clasifi cados6 1,22 4,26 1,40 0,61
Servicios comunitarios7 9,05 11,26 29,37 5,90
Total sin resultas 92,99 159,40 144,79 53,99
Total con resultas 98,82 200,97 152,15  
Total sin resultas y sin contingente provincial 72,20 146,00 144,79 49,72

Fuente: ídem Cuadro 3.

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)

1. Incluye los subcapítulos “Censos”, “Operaciones de crédito” y “Créditos reconocidos” desagregados del capítulo de 
“Obligaciones generales”. 
2. Comprende el subcapítulo “Contingente provincial” desagregado del capítulo “Obligaciones generales”. Aunque 
utilizaban el mismo término, el funcionamiento del contingente provincial no era el mismo en las provincias con-
certadas que en el régimen común. En Álava, debido al encabezamiento de impuestos al que nos hemos referido 
con anterioridad, los ayuntamientos debían abonarle un cupo fi jo anual a la Diputación. En el caso de Bilbao, el 
Ayuntamiento y la Diputación tenían acordado que el Ayuntamiento se encargase en su jurisdicción de recaudar las 
contribuciones territorial y pecuaria e industrial y de comercio de la Diputación. Bajo el epígrafe de “Contingente 
provincial”, el Ayuntamiento le transfería a la Diputación las cantidades que le correspondían en base al acuerdo de 
recaudación delegada. 
3. Engloba los capítulos “Representación municipal”, “Recaudación”, “Vigilancia y seguridad”, “Personal y material de 
ofi cinas” y los subcapítulos “Litigios”, “Contribuciones e impuestos”, “Anuncios y suscripciones”, “Indemnizaciones”, 
“Compromisos varios” y “Cargas por servicios del Estado” del capítulo “Obligaciones generales”. 
4. Contiene los capítulos “Salubridad e higiene”, “Benefi cencia”, “Asistencia social” y el subcapítulo “Pensiones” desa-
gregado del capítulo “Obligaciones generales”.
5. Se refi ere a las inversiones en obras públicas, ensanches y fomento del sector primario. Incluye los capítulos “Obras 
provinciales”, “Montes” y “Ensanches”. En el capítulo de “Ensanches” se incluyen indistintamente los gastos propios 
liquidados en el ejercicio y las resultas. Una parte importante de la diferencia en este epígrafe procede de los gastos de 
ensanche, ya que en Vitoria-Gasteiz y Alicante no se incluye ninguna partida destinada a este fi n.
6. Comprende los capítulos “Mancomunidades”, “Entidades menores”, “Agrupación forzosa del Municipio”, “Impre-
vistos” y “Devoluciones”.
7. Engloba los capítulos “Policía urbana y rural”, “Fomento de los intereses comunales” y “Servicios municipalizados”.
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Cuadro 6. Distribución de los presupuestos de gastos ordinarios por habitante de los
ayuntamientos de Gipuzkoa y de régimen común (1931) (en pesetas corrientes)

Gipuzkoa Régimen Común
Obligaciones generales1 15,18 12,06
Personal y gastos generales de administración 11,21 7,46
Benefi cencia, sanidad y asistencia social 12,36 6,03
Instrucción pública y cultura 7,22 1,80
Obras públicas y fomento del sector primario 7,48 3,82
Servicios comunitarios 11,15 3,82
Otros gastos 1,24 0,56
Total sin resultas 65,84 35,55
Resultas 0,12 0,19
Total con resultas 65,97 35,74

Fuente: (De Guerra, 1935).

Los ayuntamientos jugaban un papel central en la provisión de bienes y servicios de ca-
rácter público. Aunque para el periodo que estamos estudiando no contamos con estadísticas 
presupuestarias municipales agregadas de las tres provincias, los datos disponibles vienen a 
indicarnos, que descontando el pago del cupo, desembolso que no repercutía de manera directa 
en el progreso material de la provincia, el gasto agregado de los municipios era mayor que el 
de las Diputaciones. 

A continuación, se incluye una reconstrucción de las cuentas de los presupuestos de ingresos 
de las Diputaciones, de las tres capitales y del Estado para el año 1930:  

Cuadro 7. Distribución de la recaudación entre las Diputaciones, las capitales y el Estado,
sin incluir los ingresos no imputables a ninguna provincia (1930) (en pesetas corrientes

y porcentajes)

Ingresos Diputaciones Ingresos Capitales Ingresos Estado
TOTALRecaudación fi scal Otros ingresos Recaudación

fi scal
Otros

ingresos
Recaudación
fi scal

Otros
ingresosCupo Autonomía fi nanciera

Ingresos 40.000.000,00 32.891.713,29 7.401.840,20 20.830.791,76 15.092.085,19 50.105.373,36 54.946.118,60 221.267.922,40
% 18,08 14,87 3,35 9,41 6,82 22,64 24,83 100,00

Fuente: (Erkoreka, 2017, p. 225). 

1. Al no tener las cifras desagregadas del capítulo de “Obligaciones generales”, no se han podido separar los subcapí-
tulos de “Gastos fi nancieros”, “Contingente provincial” ni “Pensiones”. 
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Cuadro 8. Distribución de la recaudación entre las Diputaciones, las capitales y el Estado,
incluyendo los ingresos no imputables a ninguna provincia (1930) (en pesetas corrientes

y en porcentajes)

Ingresos Diputaciones Ingresos Capitales Ingresos Estado

TOTALRecaudación fi scal Otros
ingresos Recaudación

fi scal
Otros

ingresos
Recaudación
fi scal directa

Otros
ingresos

Ingresos no
imputables a

ninguna
provinciaCupo Autonomía fi nanciera

Ingresos 40.000.000,00 32.891.713,29 7.401.840,20 20.830.791,76 15.092.085,19 50.105.373,36 54.946.118,60 52.821.383,52 274.089.305,92
% 14,59 12,00 2,70 7,60 5,51 18,28 20,05 19,27 100,00

Fuente: (Erkoreka, 2017, p. 225).

Limitándonos a los datos disponibles en el primer cuadro, que no incluye los ingresos de 
difícil cuantifi cación no imputables a ninguna provincia, antes de la transferencia del cupo, 
la recaudación conjunta de las Diputaciones y las capitales superó la recaudación del Estado. 
Gracias a ello, las administraciones tributarias vascas controlaban la gestión y la recaudación 
del grueso de los ingresos directamente imputables al País Vasco. Los ayuntamientos eran la 
pieza clave para mantener la mayor parte del tablero de juego fi scal bajo el control de las Di-
putaciones. Entre otros factores, la cuestión fi nanciera ayuda a entender el celo con el que las 
Diputaciones defendieron su soberanía en materia de tributación local frente al Estado.

La pérdida del control y la tutela fi nanciera sobre las haciendas municipales hubiera debili-
tado a las Diputaciones y alterado la estructura impositiva de los tres territorios concertados. 
Pero además, también habría que valorar las implicaciones políticas. Los ayuntamientos eran 
una pieza clave en la arquitectura política e institucional de la época. La vinculación fi nanciera 
promovía la convergencia de intereses entre las Diputaciones y los ayuntamientos. La pérdida 
de esta vinculación podía afectar al sistema de prioridades e intereses de los ayuntamientos. No 
podemos olvidar, que en aquella época, los ayuntamientos jugaban un destacado rol político 
como organismos legitimadores, dinamizadores y vertebradores de proyectos y movimientos 
políticos, sociales y culturales de todo tipo; como por ejemplo, en el caso de las campañas au-
tonomistas, durante las negociaciones del Concierto Económico o en el impulso de iniciativas 
para promover la cultura y la lengua vasca. 

El proceso de reglamentación de los regímenes de fi nanciación locales durante
la primera etapa del Concierto Económico (1878-1937)
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- Real Orden de 6 de marzo de 1849 sobre presupuestos y cuentas
 municipales de Álava

- Real Orden de 12 de septiembre de 1853 sobre atribuciones de los
 ayuntamientos y Diputaciones 

- Instrucción para la rendición de las cuentas municipales de los
 ayuntamientos de las provincias Vascongadas

- Real Orden de 31 de octubre de 1853

ANEXO I

Fuente: Estecha y Martínez, José María. (1918). Régimen político y administrativo de las provincias vasco navarras. 
Colección de Leyes, Decretos, Reales órdenes y resoluciones del Tribunal Contencioso administrativo relativos al 
País Vasco y Navarra. Bilbao: Impr. provincial. Páginas: 32-36.

Reproducción: Agirreazkuenaga, Joseba (Ed.). (1997). Régimen político y administrativo de las provincias vasco 
navarras. Bilbao: Bizkaiko Foru Aldundia / Diputación Foral de Bizkaia – Euskal Herriko Zuzenbide Historikorako 
Institutua / Instituto de Derecho Histórico de Euskal Herria (UPV/EHU). Colección Foru Ogasunaren Klasikoak / 
Clásicos de la Hacienda Fo ral. 
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Anexo II

ANEXO II

Fuente: Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/BFAH). Signatura: AR-
02908/019.

Reproducción: Servicio de reproducción del Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa 
(AHFB/BFAH).

- Circular de la Diputación de Bizkaia de 9 de diciembre de 1905,
 estableciendo reglas para la imposición de tributos por parte de los
 ayuntamientos de la provincia
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Anexo III

ANEXO III

Fuente: Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/BFAH). Signatura: AR-
01743/007.

Reproducción: Mikel Erkoreka. 

- Expediente de 1916 con los informes elaborados por los técnicos
 de la Diputación de Bizkaia para estudiar la reglamentación
 del marco de fi nanciación municipal
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Anexo IV

- Actas de la reunión de Zumarraga celebrada el 13 de febrero de 1917

- Diligencia de la Diputación de Bizkaia de 14 de febrero de 1917, fi jando
 los principios para confeccionar el reglamento de fi nanciación municipal

ANEXO IV

Fuente: Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/BFAH). Signatura: AR-
01743/007.

Reproducción: Mikel Erkoreka. 
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Anexo V

- “Ordenanza sobre tributaciones municipales” publicada por
 la Diputación de Gipuzkoa en 1919

ANEXO V

Fuente: Diputación de Guipúzcoa. (1919). Ordenanza sobre tributaciones municipales.
San Sebastián: Impr. provincial. 

Reproducción: Biblioteca Koldo Mitxelena Kulturunea-Diputación Foral de Gipuzkoa / 
Koldo Mitxelena Kulturuneko Liburutegia-Gipuzkoako Foru Aldundia.
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Anexo VI

- “Reglamento de exacciones e ingresos municipales” publicado
 por la Diputación de Bizkaia en 1920

ANEXO VI

Fuente: Diputación de Vizcaya. (1920). Reglamento de exacciones e ingresos municipales.
Bilbao: Impr. provincial. 

Reproducción: Servicio de reproducción del Archivo Histórico Foral de Bizkaia /
Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/BFAH).
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Anexo VII

- Real Decreto-ley de 21 de octubre de 1924, de adaptación del
 Estatuto municipal al régimen de Concierto Económico

- Circular de la Diputación de Bizkaia de 20 de diciembre de 1927,
 a efectos de cumplimentar lo establecido en el artículo 5º del Real
 Decreto-ley de 21 de octubre de 1924

ANEXO VII

Fuente: Gazeta: colección histórica del Diario Ofi cial del Estado y Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko 
Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/BFAH). Signatura: AR-01744/002.

Reproducción:  Gazeta: colección histórica del Diario Ofi cial del Estado (disponible online y editado por el autor) 
y Servicio de reproducción del Archivo Histórico Foral de Bizkaia / Bizkaiko Foru Agiritegi Historikoa (AHFB/
BFAH).
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AVXZiV YZ FVYg^Y)(Gwb) -41 -- HXijWgZ ,4-/ )++
?cX)V^bt^^VhZ ^V eg5^gc^Z'gV YZ Y^X]Vh

^ccdkVX^dcZh V d(WiZcZg' Zc egdkZX]d
'Ŷ+ idYdh' ÜXdch^\cVX^vc d[^X^Va m h^hiZ(
bri^XV YZ^a "gs\^bZc YZ ZlVXX^dcZh bj(
c^X^eVaZh fjZ ]V YZ gZ\^g Zc XVYV egd(
k^cX^^V) EV dWgV ]V YZ hZg Xdc_jciV6
Zhid Ẑh' [gjid YZ jcV VXdgYZ XdaVWdgV(
X^vc ZcigZ XVYV >^ejiVX^vc m hjh
;mjciVb^Zcidh) ?a AdW^Zgcd d[gsXZhZ
iVc hvad V hVcX^dcVgaV' h^c VaiZgVg hj
aZigV c^ hj Zhetg^ij' edg bZY^d YZ KZVa
YZXgZid) ?c hjbV' ad fjZ eZgh^\jZ Zh
jcV dgYZcVX^vc gZ\aVbZciVg^V YZ egZ(
XZeidh fjZ' Zc ViZcX^vc V hj igVhXZc(
YZ^cX^V' cd YZWZc VcYVg Y^heZghdh c^
VYdaZdXg YZ ^cXdch^hiZcX^V) ?aad' Xdbd
L+ kZ' egZhiVgr hda^YZn V aV k^YV ZXd(
cvb^XV bjc^X^eVa' h^c bZc\jV YZ aV
hdWZgVctV ig^WjiVg^V Vig^a.jtYV V aV >^(
ejiVX^vc)

EV hZ\jcYV ^ccdkVX^vc i^ZcZ fj_g
nr bVmdg bdciV) ?a ? hiV ij id bj(
c^X^eVa gZhZgkV V$a ?hiVYd' Zc Za dg(
YZc ZXdcvb^Xd6'( jc X^Zgij Xdcigda
fjZ' av\^XVbZciZ' YZWZ hZg Z_ZgX^Yd
Zc aVh egdk^cX^Vh kVhXVh edg Za dg(
\Vc^hbd fjZ Zc ZaaVh' Zc ZhZ b ^h(
bd dgYZc' gZegZhZc iV d hjhi^ijmZ Va
?hiVYd) ;]dgV W^Zc' shiZ hd kVaZ'
eVgV YZhZbeZuVg VfjZa Xdcigda' YZ
vg\Vcdh _jgtY^Xd(isXc^Xdh' cd YZ vg(
\Vcdh edati^Xdh6 ad ZcXdb^ZcYV' Zc
Z[ZXid' cd Va IVgaVbZcid' c^ V =dg(
edgVX^dcZh ZaZX i^kVh YZa^W ZgVc iZ h'
h^cd V [jcX^dcVg^dh VYb^c^higVi^kdh'
Zc VXijVX^vc ^cY^k^YjVa jcVh kZXZh'
m digVh XdaZ\_^VYVÅ) ?oa eVgVaZa^hbd
dF^\V V Xdc[^Vg Za Xdcigd>ZXdcvb^(
Xd YZ adh Fjc^X^e^H^L kVhXdh' cd V
aV >^ejiVX^vc gZheZXi^kV' fjZ Zh v g(
\Vcd edati^Xd' YZ gZegZhZciVX^vc ed(
ejaVg' Xdc [jcX^vc \ZbZaV Yd aV aZ(
\^haVi^kV' W^Zc "fjZ XjgXjchXg^iV V ad
ZXdcvb^Xd m V hj iZgg^id g^d ' h^cd V

" Vâ \d d Va\j^Zc fjZ eZghdc^[^fjZ iZX(
gYX^ĥ bd m _ZgVgfj tV h^b ^aVg YZ aVh
YjZ Za ?hiVYd ji^a^nV eVgV VfjZaaV
b^h^vc' ejZh W^Zc hZ VYk^ZgiZ' h^c
\^"V^t Zh[jZgnd' fjZ PZK Zh iV gZV egd(
e^V YZ jcV VhVbWaZV ZaZ^Xi^kV m YZa^(
WZgVciZ) ^gaZhdaS^Zg gZXaVbVX^dcZ.
ZXdcvb^^Xd(VYb^c^higVi^kVh egdbd(
k^YVh hdWgZ HgYZcVcnVh d XjdiVh)
EZ V]t Za VgitXjad ,+ YZ ZhiZ KZVa
YZXgZid' fjZ cd YZiZgb ^cV Xjra ]V
YZ hZg Za VajY^Yd dg\Vc^hbd isXc ^(
XdÇ m L̂Z a^b ^iV V Zl^\^gad' YZ_VcYd
< aVh >^ejiVX^dcZ^h Za eZg[^a m Za YZ(
iVaaZ YZhejsh YZ egZX^hVg hj rbe^@t(
U^bV Zh[ZgV YZ XdbeZiZcX^V' YZ aV
XjVa hvad ZlXajmZ aVh gZXaVbVX^dcZh
ChdWgZ ZhiVWaZX^b^Zcid YZ VgW^ig^dh
d ^bejZhidh)
U MVa Zh' V \gVcYZh gVh\dh' aV VYVe(
iVX^vc YẐ a ? hiVij id bjc^X^eVa V aVh
Igdk^cX^Vh OVhXdc\VYVh' fjZ Za Ad(
W^Zgcd i^ZcZ Za ]dcdg YZ hdbZiZg V

tV hVcX^vc YZ O) F) Cche^gVYV Zc jc
[Zgk^ZciZ YZhZd YZ VhZ\jgVg V adh
Fjc^X^e^dh kVhXdh Za Y^h[gj iZ YZ aVh
[gVcfj^X^Vh fjZ mV Xdchi^ijmZc eV(
ig_$bdc^d ^cV_^ZcVWaZ YZ aVh gZ h iVc (
iZh YZ gs\^bZc Xd^bwc' Zh) YZ ZheZgVg
fjZ BVh igZh >^ejaVX^dcZh ]ZgbVcVh
ad gZX^WVc Xdc V\gVYd' mV fjZ Zc hjh
YZa^WZgVX^dcZh m egdejZhiVh h^Zb (
egZ ]Vc Xdc[ZhVYd Za brh Xra^Yd
Vbdg V aVh a^WZgiVYZh bjc^X^eVaZh'
cdgiZ m \jtV YZ ZhiV Y)^^hedh^X^vc m
YZ hj egZXZYZciZ ^cbZY^Vid"' Za ? h(
iVij id bjc^X^eVa)

Idg BVh gVndcZh ZlejZhiVh' Za I gZ(
h^YZciZ ^ciZg^cd fjZ hjhXg^WZ' YZ
VXjZgYd Xdc Za > ^gZXidg^d F^a^iVg'
i^ZcZ Za ]dcdg YZ hdbZiZg V O) F) XY
VY_jcid egdmZXid YZ >ZXgZid'

FVYg^Y' -, YZ HXijWgZ YZ ,4-/)
L?pHK5

; E) K) I) YZ O) F)'
.;@<; 6< :.4.E D = 2 8 ? &

K?;E >?=K?MH
; egdejZFV YZa IgZh^YZciZ ^ciZ^g^cd

YZaa >^gZXidg^d F^a^iVg' m YZ VXjZgYd
Xdc shiZ%

OZc\d Zc YZXgZiVg av h^\j^ZciZ 5
;gitXjaad ,){ KZ\^gr Zc idYV hj

^ciZ\g^YVY Zc aVh Igdk^cX^Vh OVh(
Xdc\VYVh Za a^Wgd C YZa ? hiV ij id
bjc^X^eVa' h^c d igVh bdY^[^XVX^dcZh
d VXaVgVX^dcZ^h fjZ aVh fjZ V Xdci^cjV(
X^vc hZ ^cY^XVc5

V$ ?c aVh dWgVh bjc^X^eVaZh V
fjZ aV >^ejiVX^vc XddeZgZ Xdc hjW(
kZcX^dcZh' ZlVXX^dcZh ig^Wj iVg^Vh d
XjVafj^Zg d igV XaVhZ YZ Vjl^a^dh' adh
;UbciVb^Zcidh fjZ VXZeiZc Y^X]V
VmjYV YZWZgrc Xjbea^g Zc XjVcid V
ZaaV aVh gZ\aVh fjZ [^_Z aV =dgedgV(
X^vc egdk^cX^Va)

W$ EVh dWgVh fjZ gZk^hiVc Za YdWaZ
XVgrX iZg YZ bjc^X^eVaZh m egdk^c(
X^VaZh m Zc fjZ hZV Y^[tX^a VegZX^Vg
Xjra YZ Zhidh VheZXidh egZedcYZgV'
edYgrc hZg Z_ZXjiVYVh edg aVh >^(
ejiVX^dcZh egdk^cX^VaZh hvad Zc Za
XVhd YZ fjZ Za ;mjciVb ^Zcid g Z (
cjcX^Z V hj [VXjaiVY' ^c^X^VabZciZ
ZlXajh^kV' YZ aaZkVgaVh V XVWd)

X$ ?c Vea^XVX^vc YZa VgitXjad ,0,
YZa ? hiVij id ' aV XdbeZiZcX^V bjc^(
X^eVa cd ^LZgr dWhirXjad eVgV aV YZ
adh Cc hi^ij id h m hZgk^X^dh Vcrad\dh
V adh bjc^X^eVaZh fjZ VXijVabZciZ
YZeZcYZc YZ aVh > ^ejiVX^dcZh kVh(
ddc\VY^VL^' "aVh "=jVaZh Xdcĥ ZBák^Vgrc'
gZheZ^Xid YZ idYZh Zaadh' aVh Vig^Wj(
X^dcZh fjZ k^ZcZc Z_ZgX^ZcYd' h^c
digd atb ^iZ fjZ Z a YZ aVh didg\VYVh
V adh ;mjciVb ^Zcidh Xdc XVgrX iZ g
ZlXajh^kd edg Za >ZXgZid(aZm YZ 3 YZ
FVgnd wai^bd)

Y$ Edh ;mjciVb ^Zcidh YZ aVh
egdk^cX^Vh YZ O^nXVmV' Aj^ewnXdV m

;aVkV' Y ^h[gj iVgrc Xdc gZaVX^vc V
hjh bdciZh eVig^b dc^VaZh m Xdbj(
cVaZh aVh b ^hbVh [VXjaiVYZh fjZ Za
? hiV ij id bjc^X^eVa didg\V V adh
;mjciVb ^Zcidh hdbZi^Ydh Va gs\ ^(
bZc Xdbwc)

EVh > ^ejiVX^dcZh kVhXdc\VYVh
Z_ZgXZgrc aVh [jcX^dcZh YZ VaiV ^c h(
eZXX^vc fjZ Va ?hiVYd ZcXdb^ZcYVc
adh VgitXjadh -0' -1' -2 m -3 YZa
KZ\aVbZcid YZ BVX^ZcYV bjc^X^eV^'
VegdWVYd edg KZVa YZXgZid YZ -. YZ
;\dhid egvl^bd eVhVYd' h^ZbegZ
fjZ Va [gZciZ YZ hjh hZgk^X^dh( [d (
gZhiV aZh [^\jgZc Cc\Zc^Zgdh YZ Fdc(
iZh m fjZ Zc hjh HgYZcVcnVh hZ
ViZc\Vc V adh egZXZeidh [jcYVbZc(
iVaZh YZ aV aZ\^haVX^vc Xdbwc hdWgZ
ZhiV b ViZg^V ) EVh [jcX^dcZh ZlegZ(
hVYVh iZcYgrc XVgrX iZg isXc^Xd wc ^(
XVbZciZ' h^c fjZ ejZYVc V[ZXiVg V
adh VXidh YZ Ydb^c^d' fjZ hZgrc YZ
aV XdbeZiZcX^V ZlXajh^kV YZ adh gZh(
eZXi^kdh ;mjciVb ^Zcidh)

Z$ Edh LZXgZiVg^dh' Cc iZgkZc id (
gZh YZ [dcYdh' FsY^Xdh' @Vgb VXsj(
i^Xdh' OZiZg^cVg^dh m YZbrh ZbeaZV(
Ydh [VXjaiVi^kdh' VYb ^c^higVi^kdh" d
hjWVaiZgcdh YZ adh ;mjciVb^Zc&dh
kVhXdc\VYdh' hZ gZ\ ^grc edg aVh Y ^h(
edh^X^dcZh XvciZc^YVh Zc Za ? h iV ij (
id bjc^X^eVa m Zc Za KZ\aVbZcid Xd(
ggZhedcY^ZciZ VegdWVYd edg KZVa Y(U (
XgZid YZ -. YZ ;\dhid wai^bd)

Gd dWhiVciZ' adh ;mjciVb^Zcidh ed(
Ygrc Zl^\^g V hjh LZXgZiVg^dh m Zb(
eaZVYdh VYb^c^higVi^kdh Za XdcdX^b^Zc(
id Ŷ Za gs\^bZc ZXdcvb^Xd(VYb^c^higV(
i^kd k^\ZciZ Zc aVh Igdk^cX^Vh OVhXdc(
\VYVh' m V adh YZ XjVafj^Zg XaVhZ Za YZ
aV aZc\jV kja\Vg fjZ hZ jhV Zc Y^X]V
gZ\^vc)

EV [VXjaiVY XdcXZY^YV Va AdW^Zgcd
edg Za VgitXjad -/0 YZa ?hiVijid bj(
c^X^eVa' XdggZhedcYZgr Zc aVh Igd%k^c(
X^Vh OVhXdc\VYVh V aVh gZheZXi^kVh >^(
ejiVX^dcZh egdk^cX^VaZih)

[$ LjWh^hi^grc aVh XViZ\dgtVh YZ
eZghdcVh VeiVh eVgV hZg FV\^higVYdh
YZa M g^WjcVa egdk^cX^Va XdciZcX^dhd(
VYb^c^higVi^kd fjZ ZcjbZgV Za Vg(
itXjad -0. YZa ?hiVijid bw^X^eVa' V\gZ(
\rg^YH"LZ ZcigZ aV fj^ciV m aV hZliV aV
h^\j^ZciZ5 Ñ@jcX^dcVg^dh YZ aVh >^ej(
iVX^dcZh egdk^cX^VaZh gZheZXi^kVh fjZ
hZVc EZigVYd^h m iZc\Vc XViZ\dgtV Zfj^(
kVaZciZ' edg ad bZcdh' V aV YZ DZ[Z YZ
GZ\dX^VYd6 eg^bZgVbZciZ I VXjY^gr
V adh fjZ egZhiZc hjh hZgk^Xad'h Zc bV(
iZg^V YZ BVX^ZcYV' m h^ hZ egdYj_ZgZ ^V
^cXdbeVi^W^a^YVY egZk^hiV edg Za Vg(
itXjad ..+ YZa ?hiVijid' V adh fjZ Zh(
isc VYhXg^idh V %gVbd Y^[ZgZciZ YZ aV
;Yb^c^higVX^vc egdk^cX^Va)Ö

\$ L^c eZg_j^X^d YZ ad Y^hejZhid Zc
Ẑa VgitXjad -12 YZa ?hiVijid' aVh Y^[Z(
gZcX^Vh fjZ UZ hjhX^iZc ZcigZ adh dg(
\Vc^hbdh adXVaZh fjZ Zc sa hZ ^cY^XVc'



241

Anexo VII

.01 -- HXijWgZ ,4-/ AVXZiV YZ FVYg^Y)(Gwb) -41
gZtA^(Z^^iZh zV VegdkZX^^Vb^Z^^tdh Xdbj( '
a^Zh m [dgZhiVaZh' edYgrc hZg hdbZi^Ydh' 6
h^ Vht ad "#^ZhZVc ^dh ^ciZgZhVYdh' V aV ^
Vb^\VWaZ Xdbedh^X^vc YZ aV >^ejiV( o
X^vc' Xdc hj_ZX^vc V aVh gZ\^Vh egZZh( Ü
tVWaZX^YVh' Zc Xjmd XVhd aV gZhdajX^vc "
fjZ shiV Y^XiZ VejgVgr aV ktV \jWZg( C
cVi^kV) _

IVgV ji^^a^nVg ZhEZ bZY^d YZWZgrc 6
aVh eVgiZh ^ciZgZhVYVh egZhiVg d[^X^Va( 6
btZcaZ hj Xdc[dgb^YVY V hdbZiZgtV V U
a)Vh >^ejiVX^dcZh VciZh YZ Zle^gVg Za "
eaVnd YZ Ydh bZhZh' V XdciVg YZhYZ fjZ _
hZ ]jW^ZgV egdYjX^Yd aV XjZhi^vc fjZ U
hZ ]V YZ kZci^aVg) o

]$ EV gZhedchVW^a^YVY \jWZgcVi^kV ;
Zc fjZ ^cXjggVc adh ;aXVaVZh m dg\V( %
c^hbdh bjc^X^eVaZh YZ aVh Igdk^cX^Vh 6
QdhXdc\VYVh Zc adh XVhdh m edg adh bd(
i^kdh fjs h'Z ZlegZhVc Zc adh VgitXjadh
-1B m -2. YZa ?hiVijid bjc^X^eVa' hZ(
grc Zl^\^WaZh edg aVh >^ejiVX^dcZh egd(
k^cX^VaZh Zc eaZcd' XjVcYd V[ZXiZc V
egZhjejZ^hidh' XjZciVh 4 V ZlVXX^dcZh
bjc^X^eVaZh)

^$ EV ^ciZgkZcX^vc fjZ Va >ZaZ\V(
Yd YZ BVX^ZcVV Xdc]ZgZ Za XVetij^ad CO'
itijad Qa' a^Wgd , YZa ?hiVijid bjc^X^(
X^eVa' hZ Z_ZgXZgr Zc aVh Igdk^cX^Vh(
QVhXdc\VYVh edg Za dg\Vc^hbd ZXd(
cvb^Xd(VYb^c^higVi^kd V fjZ hZ gZ[^Z(
gZ Za VgitXjad ax YZ ZhiZ tiZV^ >ZXgZid)

L^ eVgV Za egZhjejZhid YZ gZ]VW^a^(
iVX^vc fjZ YZWZ [dgbVg aV DjciV YZ
ijiZaV Zhi^bVgZ shiV hZgaZ egZX^hd V g (
W^igVg gZXjghdh ZligVdgY^cVg^dh Y^h(
i^cidh YZ adh fjZ Zhijk^ZhZc k^\ZciZh V
taV hVnvc' edYgr hda^X^iVgad YZ aV >^ej(
iVX^vc egdk^cX^Va' fj^Zc Zc gZjc^vc
YZa eaZcd gZhdakZgr ad fjZ XgZV egdXZ(
YZciZ)

C\jVaZh igrb^iZh hZ hZ\j^grc eVgV Za
egZhjejZhid YZ gZ]VW^a^iVX^vc fjZ ]V(
mVc YZ [dgbVg adh [jcX^dcVg^dh isXc^(
Xdh fjZ hZ ZcXVg\jZc YZ aV \Zhi^vc bj(
c^X^eVa XjVcYd hZV ^ciZgkZc^Yd edg Za
?hiVYd Za gs\^bZc m VYb^c^higVX^vc
YZa Fjc^X^e^d'

EdggZhedcYZgr V) aVh >^ejiVX^dcZh aV
Y^Zh^\cVX^vc YZ adh [jcX^dcVg^dh isXc^(
Xdh fjZ hjhi^ijmVc Va Ä;mjciVb^Zcid
Zc hjh [jcX^dcZh YjgVciZ jc Vud ZXd(U
cvb^Xd tciZ\gd)
G! ; ^dh Z[ZXidh egZkZc^Ydh Zc UZa

VgitXjad -4+ YZa ?hiVijid bjc^X^eVa'
hZgrc gZXjgg^WaZh idYVh aVh gZhdajX^d(
cZh YZ aVh >^ejiVX^dcZh kVhXdc\VYVh
fjZ hZVc ViZciVidg^Vh Va gs\^bZc YZ
VjidcdbtV XdchV\gVYd Zc Y^X]d ?hiV(
ijid)

;gitXjad - ){ LZ Vea^XVgrc V adh
;mjciVb^Zcidh YZ aVh )Igdk^cX^Vh
QVhZdc\VYVh aVh Y^hedh^X^dcZh Xdc(
iZc^YVh Zc Za itijad C' a^Wgd hZ\jc(
Yd YZa ?hiVij id bjc^X^eVa' Xdc aVh
bdY^[^XVX^dcZh h^\j^ZciZh5

;$( E d h ) ;mjciVb ^Zcidh [dgb V(
grc) hjh egZhjejZh^idh Xdc gZ[ZgZcX^^V

Va Z_ZgX^X^d ZXdcvb^Xd fjZ g^_V aV
XdciVW^a^YVY YZ aVh gZheZXi^kVh =dg(
edgVX^dcZh egdk^cX^Va Zh )̂

<$ ?a YZWZg ^bejZhid V adh
;mjciVb^Zcidh YZ ^cXaj^g Zc hjh
egZhjejZhidh dgY^cVg^dh adh \Vhidh
dWa^\Vidg^dh m YZbrh egde^dh YZ aV
XdbeZiZcX^V ^bjc^X^eVa' hZ ZliZcYZ(
gr V VfjZaadh digdh \Vhidh fjZ' Xdc gZ(
aVX^vc V hZgk^X^dh d ViZcX^dcZh YZ
aV >^ejiVX^vc eZhVc VXijVabZciZ
hdWgZ ^dh Fjc^X^e^dh' m V adh fjZ
ejY^ZgVc YZg^kVghZ YZ dWF\VX^dcZh
XdggZaVi^kVh fjZ hZ ^bedc\Vc hdWgZ
adh ;mjciVb^Zcidh YZ gs\^bZc' Xd(
'bwc)

A$ ; atdh Z[ZXidh YZa erggV[d ,)%%
YZa VgitXjad .++ YZt ? hiV ij id bj(
c^Xa^eVa' XVYV ;mjciVb^Zcid gZb ^i^(
gr Xde^V XZgi^[^XVYV YZ hj egZhj(
ejZhid' YZcigd YZa eaVnd YZ fj^cXZ
YtVh h^\j^ZciZh V hj VegdWVX^vc' Va
dg\Vc^hbd fjZ hZ Xdchi^ijmV Zc k ^g(
ijY YZ ad Y^hejZhid Zc Za VgitXjad ,+
YZ ZhiZ KZVa YZXgZid)

>$ M gVb ^iVgr m gZ^!dakZgr aVh
gZXaVbVX^dcZh V fjZ hZ gZ[^ZgZc adh
VgitXjadh .++ V ++- YZa ? hiV ij id
bjc^X^eV^a' Za [jcX^dcVg^d d Z^ dg\V(
c^hbd fjZ YZh^\cZ XVYV >^ejiVX^vc
egdk^cX^Va hZ\wc ZhiVWaZXZ Za X^iVYd
VgitXjad ,+)

?#$ LZgrc gZhjZaiVh^ Xdc ^cYZ(
eZcYZcX^V YZa )egZ^hjejZhiZ gZheZX(
i^kd' eZgd edg aV > ^ejiVX^vc Zc
eaZcd' aVh gZXBVbVX^dcZh fjZ hZ [dg(
bjaZc XdcigV Za ZhiVWaZX^b^Zcid YZ
XjVafj^Zg XaVhZ YZ VgW ^ig^dh d ^b (
ejZhidh bjc^X^eVaZh)

@$ LZ Vea^XVgr Va dgYZc ZXdcv(
b^Xd' Zc adh eaVndh fjZ [^_Vc adh
gZheZXi^kdh VgitXjadh YZa ?hiVijidk
aV YdXig^cV YẐ a h^aZcX^d VYb^c^^higV(
i^^kd)

;gitXjad .)U KZ\^gr Zc aVh I gd(
k^cX^Vh OVhXdc\VYVh Za itijad CC YZa
a^Wgd hZ\jcYd YZa ? hiV ij id bjc^X^(
eVa' hVakd Zc ad gZ[ZgZciZ V aVh ZlVX(
X$̂ 5dc+L̂ bjc^X^eVaZh)

;gitXjad /){ MZcYgr(eaZcd k^\dg
Zc aVh Igdk^cX^Vh OVhXdc\VYVh Za
itijad CCC YZa a^Wgd hZ\jcYd YZa ?h(
iVij id bjc^X^eVa' Xdc aV bdY^[^XV(
X^vc YZ fjZ aV Xde^V Y^Za ^ckZciVg^d
V fjZ ]VXZ gZ[ZgZcX^V Za VgitXjad
.,. ]VWgr YZ gZb ^i^ghZ Y^gZXiVbZciZ
V ^aV >^ejiVX^vc egdk^cX^Va gZheZX(
i^kV)

;gitXjad 0) % =dc VggZ\ad V ad
Y^hejZhid Zc aV -1 Y^hedh^X^^vc igVc('
h^idg^V YZa ? hiVij id bjc^X^eVa' hjW(
h^hi^grj tciZ\gVbZciZ adh gZ\tbZ(
cZh ZheZX^VaZh YZ ZlVXX^dcZh bjc^(
X^eVaZh k^\ZciZh Zc aVh Igdk^cX^Vh
OVhXdc\VYVh) L^c ZbWVg\d' m Va
hdad Z[ZXid YZ Xdch^\cVg Y^^X]dh [Z(
\tbZcZh Zc [dgbV XdcXgZiV m [^_V)

hZ egdXZYZgr edg jcV gZegZhZciV(
X^vc YZ adh ;mjciVb^Zcidh YZ XVYV
egdk^cX^V m digV YZ aV gZheZXi^kV
>^ejiVX^vc' Va ZhijYVd Xdc_jcid YẐ a
h^hiZbV YZ ZlVXX^dcZh bjc^X^eVaZh
fjZ ]VmVc YZ Vea^XVg adh eg^bZgdh'
iZc^ZcYd Zc XjZciV aVh WVhZh YZa
AdcX"ttZgid ZXdcvb^Xd' D'Vh ZlVXY^d(
cZh fjZ kZc\Vc ji^^a^^nVcYd m aVh MQA
(Vjidg^nV Za ? hiVij id bjc^X^eVa)

EVh gZegZhZciVX^dcZh ZlegZhVYVh
gZYVXiVgrc Za KZ\aVbZcid YZ BV(
X^ZcYV bjc^X^eVa' ^cXajmZcYd Xdbd
eVgiZ VY_Zi^kV YZa b^hbd aVh gZ\aVh
fjZ Zhi^bZc eZgi^cZciZh hdWgZ gZ(
XVjYVX^vc' YZ[gVjYVX^vc m eZcVa^(
YVY)

?a XjZged aZ\Va Vht [dgbVYd YZ(
WZgr ZaZkVghZ Va AdW^Zgcd' V eZi^(
X^vc YZ adh ;mjciVb ^Zcidh v YZ aVh
AdgedgVX^dcZh egdk^cX^VaZh' eVgV
fjZ' h^c bdY^[^XVX^vc Va\jcV YZ hj
XdciZc^Yd' hZV hVcX^dcVYd edg bZ(
Y^d YZa XdggZhedcY^Z[^iZ KZVa YZ(
XgZid)

?c Za b^hbd XjZged aZ\Va edYgr
ZhiVWaZXZghZ aV b VcZgV YZ bdY^[^XVg
Za KZ\aVbZcid VegdWVYd m adh XVhdh
Zc fjZ egdXZYZgr VaiZgVgad )

;gitXjad 1)+ EVh ZlVXX^dcZh fjZ
Zc ad hjXZh^kd XdcXZYV Za ?hiVYd V
adh ;mjciVb ^Zcidh YZ gs\^bZc Xd(
bwc' hZgrc Vea^XVWaZh Zc aVh OVh(
Xdc\Vh' h^ZbegZ fjZ YZcigd YZa eaV(
nd YZ igZ ^c iV YtVh' V e V gi^g YZ aV
[ZX]V Zc fjZ hZ ]VmV Y^XiVYd aV Xd (
ggZhedcY^ZciZ Y^hedh^X^vc' cd hZ
]V\V edg aV gZheZXi^kV >^ejiVX^vc
egdk^cX^Va YZXaVgVX^vc ZlegZhV YZ
fjZ) Y^X]Vh ZlVXX^dcZh hZ ]VaaVc Zc
ej\cV Xdc hj gs\^b Zc ZXdcvb^Xd(
VYb ^c^higVi^kd)

;gitXjad 2)+ Edh ;mjciVb^Zcidh
kVhXdc\VYdh YZWZgrc Xjbea^g' gZh(
eZXid V adh VgW ^ig^dh fjZ eZgX^WVc'
ad Y^hejZhid Zc adh VgitXj ad h .-, m
.-- YZa ? hiV ij id ' m V adh Z[ZXidh YZa
VgitXjad .-. YZa b^hbd XjZged aZ(
\Va' Za >ZaZ\VYd YZ BVX^ZcYV hZgr
hjhi^ij^Yd edg Za dg\Vc^hbd V fjZ
hZ gZ[^ZgZ Za VgitXjad ,+ )

;gitXjad 3)+ EVh gZXaVbVX^dcZh
hdWgZ Vea^XVX^vc m Z[ZXi^k^YVY YZ
ZlVXX^dcZh' hZ VXdbdYVgrc V ad Y^h(
ejZhid Zc Za VgitXjad .-2 YZa ?h(
iVij id ' m hZ gZhd akZgrc edg Za dg(
\Vc^hbd fjZ aVh > ^ejiVX^dcZh XgZZc
Xdc[dgbZ V ad ZhiVWaZX^Yd Zc Za gZ(
eZi^Yd VgitXjad ,+ )

;gitXjad 4)+ I VgV Y Z h Z b e Z u V g aVh
[jcX^dcZh ZcXdbZcYVYVh edg Za ?h(
iV ij id V [jcX^dcVg^dh m Mg^WjcVaZh
YZa dgYZc ZXdcvb^Xd(VYb^c^higVi^kd
m Zc ZheZX^Va eVgV ZciZcYZg Zc Z
ZlVbZc m VegdWVX^vc YZ adh e^Zhj
ejZhidh bjc^X^eVaZh m HgYZcVcnVh
YZ VgW ^ig^dh Z ^bejZhidh' Vht Xdgcd
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Anexo VIII

- Acta de la sesión del 18 de junio de 1936 celebrada por la Diputación
 de Gipuzkoa, en la que se debate una propuesta para reformar
 el régimen de fi nanciación municipal y sustituir los impuestos
 indirectos por impuestos directos 

ANEXO VIII

Fuente: Diputación de Guipúzcoa. (1936). Actas de las sesiones celebradas por la Comisión Gestora de la Excma. 
Diputación de Guipúzcoa durante el primer periodo semestral del año 1936. San Sebastián: Impr. provincial.

Reproducción: Biblioteca Koldo Mitxelena Kulturunea-Diputación Foral de Gipuzkoa (Fondo Julio Urquijo) / Koldo 
Mitxelena Kulturuneko Liburutegia-Gipuzkoako Foru Aldundia (Julio Urquijo Funtsa). 
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